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La función pública en la que se enmarca la gestión adelantada por los curadores 
urbanos, implica abordar el estudio de una disciplina en constante formación, que 
en los últimos años ha traído consigo el incipiente estudio del máximo tribunal de lo 
Contencioso administrativo, debido a la trascendencia que con los años ha adquirido 
esta materia. 
En efecto, el crecimiento apresurado y desorganizado de las ciudades sumado al 
avance tecnológico en todos los ámbitos del conocimiento, implicó la necesidad de 
implementar medidas que permitieran que el desarrollo de las metrópolis se 
realizara de forma planificada, evitando el advenimiento de  problemas a nivel social 
como son el hacinamiento, la salubridad y la contaminación; y claro esta la 
transgresión de  aquellos principios fundamentales que se pueden ver inmiscuidos. 
De ahí que, sea necesario realizar un análisis detallado de la actividad que 
despliegan los curadores urbanos y la responsabilidad de los mismos en el uso de 
sus funciones, sin dejar de lado las implicaciones legales que puede tener el Estado 
en el proceso de licenciamiento. 
En este orden de ideas, de manera preliminar se estudiará la actividad de 
licenciamiento como  manifestación de la función pública y la naturaleza jurídica de 
la figura partiendo de la historia que precede su creación. A continuación, se 
estudiará el tratamiento legal de la responsabilidad derivada por la expedición de 
licencias urbanísticas ilegales y la derivada por la falta de seguimiento de la licencia 
urbanística otorgada como uno de los ejes centrales de estudio. 
Con posterioridad, se profundizara en lo concerniente a la responsabilidad del 
Estado con ocasión de las modificaciones que se presentan en la normatividad 
urbanística y que generan una afectación a quien en principio se vería beneficiado 
con la expedición de la licencia; hipótesis que se plantea como el segundo eje de la 
presente disertación  y en la cual se analiza el título de responsabilidad del Estado 
bajo el supuesto de un daño especial, abarcando los extremos que divergen entre 
dicho planteamiento. Por un parte la confianza legitima como presupuesto de 
derechos adquiridos y, por otra parte la consecución de una mera expectativa, para 
finalmente, abarcar las conclusiones que se derivan del análisis del planteamiento 




















Capítulo 1: LA ACTIVIDAD DE LICENCIAMIENTO DEL ESTADO. 
CUMPLIMIENTO DE PARÁMETROS DE LEGALIDAD PARA NO INCURRIR EN 
FALLA DEL SERVICIO.  
 
1.1  El licenciamiento urbanístico como manifestación de la función de policía 
administrativa.  
 
La concepción tradicional de la noción de policía administrativa enmarcada bajo los 
supuestos de intervención general, seguridad, tranquilidad y en términos generales 
siguiendo a ALBERTO MONTAÑA PLATA1 de garantizar el orden público, -junto a los 
servicios públicos- se impuso como una de las primeras y por antonomasia2 
actividades administrativas en la historia. Así las cosas, se concebía la policía 
administrativa como la justificación de un poder del cual estaba dotada la 
Administración pública para la prestación de los servicios públicos que, de 
conformidad a las vicisitudes de la época se exigían y reconocían como tal. De ahí 
que, esta fuera el medio para la satisfacción del interés general a través de la 
prestación de los servicios públicos siendo estos últimos el fin de la administración 
pública.  
Sin embargo, los fundamentos teóricos que se formularon en torno a la idea del 
Estado Social de Derecho que paulatinamente fue adoptado en mayor medida por 
los Estados de tradición continental -como lo es el caso colombiano-, trajo consigo 
cambios sustanciales en la percepción arcaica del concepto de policía 
administrativa fruto de la cobertura de los derechos de segunda y tercera generación 
que se promulgaron a través de dicho modelo. En esta medida, las funciones 
 
1 MONTAÑA PLATA, ALBERTO. Fundamentos de Derecho administrativo, Bogotá, Universidad 
Externado, 2010, pp 134 y ss. 
2 “En efecto, buena parte de la doctrina contemporánea refiere la policía administrativa junto al 
servicio público, como las dos manifestaciones que por excelencia dan explicación coherente a la 
heterogeneidad de la función administrativa. Esta tendencia, sin embargo, no es común en todas las 
latitudes, y representa quizás su máxima manifestación en los escenarios francés y latinoamericano”. 
Ibid. MONTAÑA PLATA, ALBERTO. Fundamentos de Derecho administrativo. p, 135. 
primarias de limitar y restringir derechos con la finalidad de salvaguardar la 
convivencia de los asociados mutan para hacer frente a las nuevas necesidades 
que se desarrollan en el tráfico jurídico al compás del replanteamiento del catálogo 
de derechos y libertades que se reconocen bajo la egida del Estado social y 
democrático de Derecho3. 
Precisamente, en este contexto, la ciudad4 como objeto del Derecho urbanístico5, 
permeada por los eventos políticos, históricos, sociales y económicos dentro de los 
cuales siguiendo a JORGE IVÁN RINCÓN CÓRDOBA6 debemos remitirnos al proceso 
industrializador y la migración masiva sin control de las áreas rurales a las áreas 
urbanas, sumado a los problemas de hacinamiento, salubridad, contaminación, el 
alto deterioró de los recursos naturales consecuente al incremento desmedido de 
los asentamientos humanos entre otros, obligó a trazar lineamientos que no solo 
limitaran los derechos individuales -como el derecho de propiedad7- sino que 
garantizaran la cobertura de los derechos colectivos tanto a nivel nacional, como 
internacional con la firma de diferentes instrumentos8 que ampararan directrices 
para el crecimiento apropiado de las ciudades.  
 
3 EXPÓSITO VÉLEZ, JUAN CARLOS La Configuración del Contrato de la Administración Pública en 
derecho colombiano y español, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2003, pp. 588 y ss. 
4 “En Grecia y en Roma, en la organización de las ciudades predomina su configuración como 
comunidad política (polis, civitas), hasta el punto de que Faustel de Coulanges, en otro libro clásico, 
sostuvo que “la ciudad es una confederación” (varias familias formaron la fratria, varias fratrias la 
tribu y varias tribus la ciudad”). Los términos “civitas” y “urbs” marcan claramente la diferencia entre 
ambos conceptos de ciudad (comunidad política y unidad de asentamiento o emplazamiento de esa 
comunidad)”. IGLESIAS GONZÁLEZ, FELIPE Y MENENDEZ REXACH ÁNGEL. Lecciones de Derecho 
Urbanístico de la comunidad de Madrid, Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, p.21 
5 PARADA, RAMÓN. Derecho administrativo, t. III, Bienes Públicos. Derecho Urbanístico, Madrid- 
Barcelona, Marcial Pons, 2000, p.320. 
6 RINCÓN CÓRDOBA, JORGE IVÁN. Planes de ordenamiento territorial, propiedad y medio ambiente, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, Serie de Derecho Urbanístico No. 6, 2012, pp. 10-11 
2012. 
7 “la tendencia de un estudio económico ciudadano es fundamentar los derechos de la propiedad, no 
en un principio abstracto, sino en la observación de que, en el pasado, no podían separarse del 
progreso estable; y que, por tanto, corresponde a hombres responsables proceder poco a poco y 
con cautela a la eliminación o modificación de, incluso aquellos derechos que puedan parecer 
inapropiados para el establecimiento de las condiciones ideales de vida social. MARSHALL, ALFRED. 
Principles of Economics, 8th ed., Nueva York, 1948, p 48. 
8 como es el caso del convenio de parís adoptado mediante la Ley 1844 de 2017,     
Lo cual se justifica, en razón de la Constitución Política de 1991 y el proceso de 
“constitucionalización del Ordenamiento Jurídico”9 que trajo aparejado la carta 
fundamental a través del cual se reconoce la supremacía e imperio de esta y su 
incidencia en cada una de las ramas del Derecho10. En efecto, es a partir de dicho 
antecedente que la perspectiva de las libertades individuales dentro de las cuales 
podemos encontrar el Derecho de propiedad considerado en su momento como “el 
derecho a disfrutar y a disponer de objetos de la forma más absoluta, garantizando 
que no se haga uso de ellos en formas prohibidas por las leyes y por las 
regulaciones”11 bajo la consagración del Código de Napoleón –que repercutiría con 
posterioridad en el proceso de codificación12 de los países latinoamericanos-, se 
vislumbra a través de la preeminencia del interés general, los principios 
constitucionales y las prospectivas que va enfrentando el Estado colombiano. 
En este sentido, siguiendo la doctrina en cabeza de RICHARD PIPES: 
 La intervención del Estado limita la libertad, pero también la protege: se ha 
dicho con justicia “la democracia se ve reforzada allí donde ciertas libertades 
económicas se ven restringidas”. De esta manera nos vemos ante una 
circunstancia novedosa y paradójica: en el mundo moderno, la propiedad 
privada, tradicionalmente considerada como el más efectivo bastión de la 
libertad, debe restringirse en bien de la sociedad, lo cual tiene el efecto de 
 
9 Cfr. MUÑOZ MACHADO, SANTIAGO. Tratado de derecho administrativo y derecho público general, t. i, 
La formación de las instituciones públicas y su sometimiento al Derecho, 2ª ed., Madrid, Iustel, 2006, 
p. 410. FAVOREAU LOUIS traducción MAGDALENA CORREA. Legalidad y Constitucionalidad. La 
Constitucionalización del Derecho. Temas de derecho público. Instituto de estudios constitucionales 
Carlos Restrepo Piedrahita. Universidad Externado de Colombia. 2000. 
10 MONTAÑA PLATA, ALBERTO y OSPINA GARZÓN, ANDRÉS FERNANDO (Eds.) La constitucionalización del 
Derecho administrativo. En SABINO CASSESE. “Las tres etapas de la constitucionalización del Derecho 
administrativo”, Universidad Externado, Bogotá D.C., 2014. 
11 Code civil, artículos 244 y 545.  
12 “Al efectuar un estudio comparativo de las principales legislaciones civiles occidentales, 
influenciadas básicamente por el movimiento codificador moderno que se inicia con la expedición del 
Código Civil napoleónico de 1804, encontramos un denominador común: la tipificación muy similar 
que cada una de estas legislaciones le da a las fuentes de las obligaciones, cuya estructura 
fundamental está en el derecho romano, tanto de la época clásica como de la justinianea, con 
diferencias esenciales de contenido en cada una de estas etapas, que marcan dos líneas de 
pensamiento profundamente distintas en la concepción jurídica romana”. SARMIENTO GARCÍA, MANUEL 
GUILLERMO. Estudios de Responsabilidad civil, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2003, 
p. 123 
aumentar el poder del Estado hasta el punto de limitar y amenazar la libertad 
de la sociedad. Y aún así uno no puede oponerse al Estado en nombre de la 
libertad porque sus acciones reflejan la libre voluntad de los ciudadanos. 
En concordancia con lo anterior, la relación entre el Derecho de propiedad y el 
desarrollo adecuado de las ciudades, actualmente toma un papel trascendental 
dentro de los fines y finalidades del Estado13 de cara a los lineamientos 
constitucionales, en virtud de los cuales el concepto de desarrollo sostenible toma 
relevancia toda vez que el mismo debe propender por buscar corregir la desigualdad 
material, las condiciones de exclusión socioeconómica, proteger los recursos 
naturales y en términos generales buscar la sostenibilidad ecológica, social, cultural 
y económica14. 
Así las cosas, el concepto de desarrollo sostenible que guarda una estrecha relación 
con el concepto de planeación15 hoy se divisa como una política de desarrollo16 
 
13 Constitución Política de Colombia, Artículo 2°. “Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo.Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. 
14 Corte Constitucional, Sentencia C-077 de 2017. “El desarrollo sostenible, busca corregir las 
condiciones de exclusión socioeconómica, proteger los recursos naturales y la diversidad cultural, 
en el marco de una repartición equitativa de cargas y beneficios entre los ciudadanos, estando 
acorde con los fines más altos que persigue nuestro ordenamiento jurídico. Así, desde sus primeros 
pronunciamientos, la Corte Constitucional ha sostenido que  el desarrollo sostenible tiene cuatro 
aristas: “(i) la sostenibilidad ecológica, que exige que el desarrollo sea compatible con el 
mantenimiento de la diversidad biológica y los recursos biológicos, (ii) la sostenibilidad social, que 
pretende que el desarrollo eleve el control que la gente tiene sobre sus vidas y se mantenga la 
identidad de la comunidad, (iii) la sostenibilidad cultural, que exige que el desarrollo sea compatible 
con la cultura y los valores de los pueblos afectados, y (iv) la sostenibilidad económica, que pretende 
que el desarrollo sea económicamente eficiente y sea equitativo dentro y entre generaciones”. 
15 “la planeación es un concepto propio del Estado Social de Derecho, garantizador de la legalidad y 
del interés general como pilares fundamentales dentro de la sociedad actual. La planeación se utiliza 
en todos los niveles del Estado para organizar la macro estructura de las Naciones y su forma de 
cumplir con los fines previstos por ellas en beneficio de los administrados”. EXPÓSITO VÉLEZ, JUAN 
CARLOS. La planeación y la validez del contrato estatal, En: Contratos públicos: problemas, 
perspectivas, XVIII Jornadas internacionales de Derecho administrativo, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia, 2017, p. 65. 
16 “para que pueda tener lugar un desarrollo continuado, una economía debe poseer ciertas 
características básicas. Entre estas se encuentre un mínimo de seguridad y estabilidad, tanto en 
general como en particular a problemas económicos (…) otra tarea general que deben realizar los 
gobiernos es prever un mínimo de seguridad social y corregir las desigualdades más extremas en el 
eficiente y en estos términos, la planeación de políticas públicas debe ser coherente 
con una visión de las metas a cumplir desde un mediano y largo plazo17 donde en 
el caso que nos ocupa debe existir un enfoque interdisciplinario entre los diferentes 
ámbitos que se puedan ver relacionados directa o indirectamente.  
Así, la teoría neoclásica de la administración precisa que “La planeación es la 
función administrativa que determina por anticipado cuáles son los objetivos que 
deben alcanzarse y qué debe hacerse para conseguirlos. Se trata, entonces, de un 
modelo teórico para la acción futura”18. Luego, la planeación de los centros urbanos 
se debe hacer acorde a la representación de objetivos fijados, la predicción de 
posibles contingencias y sus efectos en diferentes sectores.  
En otras palabras, hoy por hoy, a los espacios habituales en los que la 
administración intervenía, es decir, la seguridad, la higiene y componentes mínimos 
de convivencia se le suman escenarios donde convergen derechos colectivos 
reconocidos constitucionalmente como lo es el derecho a un medio ambiente 
sano19, un espacio público apropiado y de ahí la creación de espacios naturales de 
integración social y cultural20, con lo cual el progreso económico se consolida bajo 
 
ingreso- -desigualdades-que fácilmente conducen a la intranquilidad social y a la falta de espíritu 
cooperativo en la producción”. J. TINBERGEN. The design of Development, Traducción de Márquez 
Javier, La planeación del desarrollo, fondo de cultura económica, sección de obras de economía, 
Mexico,1958, pp 8-9. 
17 “Lo anterior implica la intervención decidida del gobierno; la aplicación de políticas y estrategias 
coherentes y coordinadas que direccionen o encaucen el desarrollo con una visión a mediano y largo 
plazo de país que se desea; en otros términos, es necesario saber a dónde se quiere ir, ¿por qué? 
¿cómo? Y ¿a través de qué vías y medios se pueden afrontar las turbulencias y adaptarse a los 
cambios? Ello puede llevarse a cabo solamente dentro de un proceso de planificación, en el cual 
como se expuso en páginas anteriores, debe participar los diferentes actores sociales y las diferentes 
regiones y los municipios. Lo anterior exige un Estado capacitado y eficiente que posea legitimidad 
y gobernabilidad en la sociedad, y que dirija y coordine los esfuerzos para lograr el desarrollo. Sin 
embargo, es importante anotar que la planificación se justifica si sirve al desarrollo y bienestar de la 
sociedad y no para el mantenimiento del statu quo de ciertos grupos e intereses dominantes; además 
de ser liberada de todas las trabas burocráticas, para que realmente lleve a la acción” cfr. RUTH 
SAAVEDRA GUZMÁN, RUTH. CASTRO ZEA, LUIS EDUARDO. RESTREPO QUINTERO, OLGA Y ROJAS ROJAS, 
ALBERTO. Planificación del Desarrollo, Bogotá, Universidad Jorge Tadeo Lozano, 2001, p .55. 
18 CHIAVENATO, IDALBERTO. Introducción a la Teoría General de la Administración. Mc Graw Hill. 5ta. 
Edición, México, 2001. 
19 Constitución Política de 1991, Artículo 8°, 79 y 95.8. 
20 Ibid. RINCÓN CÓRDOBA, JORGE IVÁN. Planes de ordenamiento territorial, propiedad y medio 
ambiente, p. 14 y ss 
el raigambre del desarrollo sostenible y el respeto de los derechos de las 
generaciones futuras21.  
Ahora bien, siguiendo la doctrina en cabeza de ANTONIO CARCELLER- FERNÁNDEZ el 
derecho urbanístico es definido como: “el conjunto de reglas a través de las cuales 
la Administración, en nombre de la utilidad pública, y los titulares del derecho de 
propiedad, en nombre de la defensa de los intereses privados, deben coordinar sus 
posiciones y sus respectivas acciones con vistas a la ordenación del territorio”22. 
 En suma, en el derecho urbanístico convergen intereses de diferente índole; por un 
lado, los intereses particulares de los asociados en los cuales principalmente esta 
inmiscuido el derecho de propiedad y por otro, el interés general a cargo del Estado, 
donde nacen una multiplicidad de relaciones jurídicas entre los diferentes actores 
que interactúan entre sí23. 
No obstante, llegados a este punto, surge un primer interrogante ¿Cuál es la 
relación entre el concepto de policía administrativa y los diversos intereses que 
concurren en el derecho urbanístico? 
Es menester precisar que la justificación de una rama especializada en la materia 
de urbanización alude a la necesidad de fijar criterios, pautas y reglas para dar 
coherencia y armonía al conjunto de relaciones público-privadas que se 
desenvuelven en el contexto jurídico planteado, a través por un lado, de la 
formulación de políticas públicas acordes a un proceso de planificación articulado 
donde se delimite los destinatarios, los objetivos, las finalidades a perseguir desde 
 
21 “Nuestro Futuro Común”, Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo, Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 1987. 
22 CARCELLER FERNÁNDEZ, ANTONIO. Instituciones de derecho urbanístico, 5ªed., Editorial, Madrid  
Montecorvo, 1992, pp. 24, 25. “la planificación de la ciudad, la racionalización del espacio, su 
redistribución, el volumen de edificabilidad, la determinación de los usos del suelo, la zonificación, 
etc, son funciones que por su particularidad ameritan normas especiales con un contenido, finalidad 
y poder decisorio de naturaleza pública;  funciones que bien pueden no conciliar los intereses 
individuales, defendido con criterio personal, y amparados en un derecho privado que solo es 
aplicable a las relaciones jurídicas entre particulares, mas no frente a las acciones del Estado”. 
CAICEDO-ESCOBAR, EDUARDO. Reforma urbana, espacio institucional para la ciudad, Bogotá. 
Biblioteca Jurídica Diké, Superintendencia de Notariado y Registro, 1990, p. 14. 
23 SANTOS RODRÍGUEZ, JORGE ENRIQUE. “La impugnación administrativa de las licencias urbanísticas” 
en: Revista de Derecho Administrativo, N.° 2, primer semestre, Universidad Externado de Colombia, 
2009, pp. 83-104.  
un aspecto espacial-temporal, y la tendencia operativa o estratégica que se opte24; 
y por otro lado, de la imposición de límites en el goce efectivo del derecho real de 
dominio25. 
Es en este punto, donde se hace preeminente hablar de la actividad administrativa 
de licenciamiento y en específico de la licencia urbanística cuyo objeto al tenor de 
ÁNGEL MENÉNDEZ REXACH y FELIPE IGLESIAS GONZALES consiste en: “contrastar si la 
actividad u obra proyectada es conforme y compatible con la ordenación urbanística 
aplicable, permitiendo, y este es su contenido básico, la implementación de una 
actividad o la construcción de determinada obra, pero siempre conforme al 
contenido de la propia licencia, normalmente remitiendo al contenido del proyecto 
técnico presentado”26.   
En consecuencia, la licencia urbanística es un acto administrativo de control 
preventivo en el uso de una facultad estrictamente reglada27 en el cual la 
Administración autoriza el goce efectivo al titular de un derecho real sobre un bien28.  
En efecto, la jurisprudencia del H. Consejo de Estado al respecto ha manifestado lo 
siguiente:    
“si bien hace viable el ejercicio del mismo, lo cierto es que nada le agrega a 
sus elementos o atributos, y menos genera derecho adquirido a favor de sus 
beneficiarios, habida consideración de que se trata de un medio propio del 
poder de policía, como lo es el permiso o autorización, que tiene 
fundamento29. 
 
24 Ob cit. SAAVEDRA GUZMÁN, LUIS EDUARDO CASTRO ZEA OLGA RESTREPO QUINTERO, ALBERTO ROJAS 
ROJAS. Planificación del Desarrollo, pp 14 y ss 
25 Ibid. SAAVEDRA GUZMÁN, LUIS EDUARDO CASTRO ZEA OLGA RESTREPO QUINTERO, ALBERTO ROJAS 
ROJAS. Planificación del Desarrollo, pp 15 y ss 
26 Ob cit. IGLESIAS GONZÁLEZ, FELIPE Y MENENDEZ REXACH ÁNGEL. Lecciones de Derecho Urbanístico 
de la comunidad de Madrid, p. 189 
27 Ibíd. P, 189. 
28 Cfr. FERNÁNDEZ, TOMAS RAMÓN. Manual de derecho urbanístico, 17ª ed., Madrid, El Consultor, 
2004, pp. 208 y 209 
29 Consejo de Estado, Sala de lo contencioso administrativo, Sección Primera. Sentencia del 12 de 
agosto de 1999, expediente 5.500. 
Así, el artículo 35 de la Ley 1796 de 2016, la cual modifica a su vez el artículo 99 de 
la Ley 388 de 1997 señala:  
La licencia urbanística es el acto administrativo de carácter particular y 
concreto, expedido por el curador urbano o la autoridad municipal o distrital 
competente, por medio del cual se autoriza específicamente a adelantar 
obras de urbanización y parcelación de predios, de construcción, ampliación, 
modificación, adecuación, reforzamiento estructural, restauración, 
reconstrucción, cerramiento y demolición de edificaciones, de intervención y 
ocupación del espacio público, y realizar el loteo o subdivisión de predios 
El otorgamiento de la licencia urbanística implica la adquisición de derechos 
de desarrollo y construcción en los términos y condiciones contenidos en el 
acto administrativo respectivo, así como la certificación del cumplimiento de 
las normas urbanísticas y sismo resistentes y demás reglamentaciones en 
que se fundamenta, y conlleva la autorización específica sobre uso y 
aprovechamiento del suelo en tanto esté vigente o cuando se haya ejecutado 
la obra siempre y cuando se haya cumplido con todas las obligaciones 
establecidas en la misma. 
Dicho de otra manera, la actividad de licenciamiento es reconocida por el derecho 
colombiano como un fragmento de la actividad de policía administrativa30 y una 
pieza fundamental en su comprensión, en virtud de la naturaleza jurídica de ser un 
acto de autorización31 el cual tiene la finalidad de delimitar el derecho de propiedad 
 
30 “independientemente del nombre que se le dé, actividad administrativa de garantía o autorizatoria, 
existe cierto consenso en cuanto a que, cuando se habla de licencias, se está haciendo referencia a 
la intervención administrativa en la actividad privada, cuya finalidad es la de garantizar su adecuación 
a las exigencias del interés general, es decir, como una expresión del poder de policía (i); otras 
licencias, no menos importantes por cierto, no obedecen a esta lógica, pues buscan permitir la 
explotación de bienes públicos durante un determinado tiempo como requisito necesario para 
ejecutar determinado contrato o para obtener su materia prima (2); finalmente, en una lógica 
evolutiva la técnica autorizatoria adquirió una dimensión económica que la enmarca dentro de la 
denomina actividad de fomento de la administración (3)”.PIMIENTO ECHEVERRI, JULIÁN A. 
Licenciamiento y contratación estatal, en: Contratos públicos: problemas, perspectivas y 
prospectivas, XVIII Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo, Bogotá, Universidad 
Externado, 2017, p. 118. 
31 Consejo de Estado, Sala de lo contencioso administrativo, Sección Primera. Sentencia del 11 de 
mayo de 2000, expediente 2000-4620, cfr. LEMUS CHOIS, VICTOR DAVID. Planificación y control 
urbanístico en Bogotá́: desarrollo histórico y jurídico, Bogotá́, universidad del rosario, 2006, p. 159. 
de los asociados en pro del interés general. Y, en razón de los deberes que se le 
confieren al Estado funge como una herramienta en el ordenamiento territorial32 de 
un país al salvaguardar la armonía y los derechos de la colectividad.  
De ahí que, las funciones que se le atribuyen al curador urbano o a la oficina de 
planeación, funjan como el instrumento a través del cual se materializa los fines del 
derecho urbanístico, lo cual pasaremos a estudiar con mayor detenimiento infra.   
1.2 La labor del curador urbano o de la oficina de planeación: responsabilidad 
derivada por la expedición de licencias urbanísticas ilegales.  
 
Dentro de los diferentes postulados y principios que recoge la constitución política 
de 1991, la descentralización33 se erige desde el artículo 1° como uno de los pilares 
axiológicos del Estado, al señalar desde un ámbito estructural que Colombia es una 
república unitaria, descentralizada y con autonomía de sus entidades territoriales34 
 
32 MASARAS CABEZA, ÁNGEL. “Determinantes de los Planes de Ordenamiento Territorial”, en Revista 
Perspectiva Geográfica n.º 2. En línea: www.banrep.gov.co. SANTOFIMIO GAMBOA, JAIME ORLANDO. 
Actividad urbanística territorial y responsabilidad del Estado, en: HENAO, JUAN CARLOS Y OSPINA 
GARZÓN ANDRÉS FERNANDO (Eds). La responsabilidad extracontractual del Estado, XVI Jornadas 
Internacionales de Derecho Administrativo, Bogotá, Universidad Externado, 2015, p.560. “El 
ordenamiento del territorio es comprensivo, general; constituye la dimensión espacial de toda 
actividad pública y privada, individual o colectiva, que se pretenda sobre el mismo, El concepto de lo 
urbano es ante todo lo especifico y concreto, aunque vinculados de manera inescindible cada uno 
de ellos, en aras de la integración sistemática de la ciudad y lo rural y de estos con el contexto 
general del territorio”. 
33 “La descentralización ha sido definida como la transferencia de la titularidad de competencias de 
una entidad administrativa a otra. La descentralización es, entonces, una forma de gestión de los 
intereses del Estado con la participación de las entidades interesadas para lograr una mayor 
eficacia”. COVILLA MARTÍNEZ, JUAN CARLOS. Relaciones que ponen en tensión la autonomía, en 
PIMIENTO ECHEVERRI, JULIÁN ANDRÉS (Ed), las transformaciones de la administración pública y del 
Derecho administrativo, Tomo III las dimensiones del control sobre la actividad administrativa, 
Homenaje al profesor Luciano Vandelli, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2019, p.543. 
34 La Constitución Política de Colombia en sus artículos 286 Y 287 dispone que los departamentos, 
los distritos, los municipios y los territorios indígenas son entidades territoriales que gozan de 
autonomía administrativa, financiera y territorial desde las cuales en concordancia con el artículo 288 
se deberán ejercer conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. “(…) 
hay que resaltar que la Constitución reconoce una doble dimensión de la autonomía. Por un lado, 
establece la autonomía como un principio de organización del Estado; y por el otro, como un atributo 
de las entidades territoriales. Como principio, la autonomía es un criterio de interpretación del 
ordenamiento constitucional, una regla aplicable directamente ante la ausencia de reglas específicas 
y es garante del equilibrio entre las competencias de la nación y de las entidades territoriales para 
gestionar sus intereses propios y que las hace autónomas frente al poder central. Son dos 
dimensiones diferentes, pero la segunda concreta la primera; y, por tanto, facilita la comprensión del 
alcance y la utilidad de dicho principio”. ROBLEDO SILVA, PAULA. La autonomía territorial como forma 
lo cual se explica en la medida en que “a través de la descentralización y del 
concepto de autonomía se pretende hacer efectivo el respeto de la identidad 
comunitaria local a través de su autodeterminación, pero sin desconocer su sujeción 
al Ordenamiento Superior, que le da cohesión al Estado”35. 
Siguiendo este hilo conductor, por mandato constitucional actualmente existe la 
descentralización territorial: definida como aquella en la cual se otorgan 
competencia o facultades a las entidades territoriales; y la funcional o por servicios: 
en la cual media la asignación de funciones a ciertas entidades constituidas para tal 
fin, por su parte, por vía doctrinal y jurisprudencial se han reconocido la 
descentralización por el estatuto personal: como aquella que hace alusión al 
destinatario de la norma y la descentralización por colaboración: la cual hace alusión 
al artículo 123 inciso 3° de la Constitución política de Colombia, es decir, cuando 
personas privadas ejercen funciones administrativas36. 
Para el caso que nos ocupa, partiremos del fundamento de la descentralización por 
colaboración, ya que esta, se configura en el marco de acción de los curadores 
urbanos quienes se instituyen en el eje central de este estudio37 y específicamente  
¿quien es responsable por la actuación u omisión de los mismos?  
En definitiva, es innegable la incidencia de los curadores urbanos en el derecho 
urbanístico. Sin embargo, no es claro el tratamiento legal que se debe implementar 
en los casos en que la actuación del curador urbano trasgrede el derecho de un 
tercero o su omisión causa un perjuicio. 
Al respecto, el artículo 311 de la carta fundamental señala que a los municipios le 
corresponde ordenar el desarrollo de su territorio y promover el mejoramiento social 
 
de reconocer la existencia de particularidades dentro del Estado unitario, en: las transformaciones 
de la administración pública y del derecho administrativo. RINCÓN CORDOBA, JORGE IVAN (Ed) Tomo 
I, Constitucionalización de la disciplina y evolución de la actividad administrativa, homenaje al 
profesor Luciano Vandelli, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2019, p. 404.  
35 Corte Constitucional, C-1051 de 2001.  
36 Ibid. Corte Constitucional, C-1051 de 2001. 
37 Es de advertir que algún sector de la doctrina califica de errónea la posición bajo la cual se 
considera dicha actividad como un tipo de descentralización toda vez que su naturaleza atiende a la 
de ser un proceso de privatización Cfr. HERNÁNDEZ M. PEDRO ALFONSO. Descentralización 
desconcentración y delegación en Colombia, Bogotá, Legis, 2004, p. 60 y ss. SANTAMARIA PASTOR, 
JUAN ALFONSO. Principios de Derecho administrativo general, 5ed., Madrid, Iustel, 2018, p.308. 
y cultural de sus habitantes. Como resultado de lo anterior, se expidió la Ley 388 de 
1997, donde se fija los planes de ordenamiento territorial -POT- como los 
instrumentos esenciales para el avance del desarrollo del territorio desde diferentes 
componentes dentro de los cuales se encuentra el urbano y de manera más 
específica para el caso que nos atañe las licencias urbanísticas delimitadas a su 
vez por las normas referentes a la materia.  
Por su parte, los curadores urbanos son definido por el Decreto 1077 de 2015-
compilatorio del Decreto 1469 de 2010- como particulares encargados de estudiar, 
tramitar y expedir licencias de parcelación, urbanización, construcción y subdivisión 
de predios. Asimismo, la citada norma en su artículo 2.2.6.6.1.2, señala que la 
función del curador urbano consiste en la verificación del cumplimiento de las 
normas urbanísticas y de edificación vigentes, a través del otorgamiento de 
licencias, las cuales permiten en términos generales el ejercicio de un derecho que 
se encontraba limitado o restringido en virtud de las disposiciones urbanísticas. lo 
cual, a su vez, por consagración expresa de la disposición normativa en comento 
es considerada como función pública. 
Es menester precisar, que la justificación de que los particulares participen en 
actividades atribuidas en principio a los municipios, evidencia el papel trascendental 
que la descentralización- en este caso por colaboración- proporciona en la 
restructuración de las funciones del Estado38.  
No obstante, es en este punto donde la actuación del curador se hace relevante 
toda vez que en el marco de sus funciones puede desplegar actuaciones que se 
estructuren como causas de responsabilidad. 
En esta medida, a pesar de que la razón incipiente de la creación de los curadores 
urbanos se estructuró bajo la base de dar celeridad a los procesos de otorgamiento 
de licencias de construcción 39 lo cierto, es que la normatividad vigente permite que 
 
38 Cfr. SAVAS E.S. La nueva gestión pública. En Estrategias para un Gobierno Eficaz, LID Editorial 
Empresarial, Madrid, 2008, pp. 33-36. 
39 PALACIOS ACOSTA, ALEJANDRO, MARTÍNEZ TORRES, JOSÉ GUILLERMO Y ZAMBRANO GUZMÁN LUIS 
GABRIAL. “La responsabilidad extracontractual del Estado relacionada con las curadurías urbanas”, 
en Revista digital Nuevo Derecho, Vol. 14, No. 23, julio – diciembre de 2018.  
actualmente se profirieran licencias urbanísticas ilegales, arbitrarias e incluso en 
algunos casos al margen de los órganos de supervisión y control correspondientes. 
Y es en este punto donde es dable cuestionarse si la Administración puede ser 
sujeto de responsabilidad frente a un daño40 que se haya causado con ocasión de 
la actividad administrativa de licenciamiento por parte de los curadores urbanos. 
Indiscutiblemente, la responsabilidad41 es una de las instituciones más antiguas del 
derecho y si se quiere una de las realidades sociales de mayor incidencia en la 
promulgación de fuentes del derecho tan es así que de tiempo atrás se ha visto la 
necesidad de fijar criterios para esclarecer los supuestos en los cuales el Estado 
puede ocasionar un perjuicio desde la clasificación antiquísima de la 
responsabilidad extracontractual. 
Lo anterior toda vez, que de conformidad con la cláusula general de responsabilidad 
consagrada en el artículo 90 de la constitución Política “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por 
la acción o la omisión de las autoridades”. En este sentido, la H. Corte Constitucional 
se ha pronunciado al respecto:  
Tal como lo ha entendido el Consejo de Estado, la disposición constitucional 
que regula la materia establece la obligación de reparar los daños 
antijurídicos provenientes de cualquier autoridad pública. En efecto, como se 
ha reiterado el precepto simplemente establece dos requisitos para que 
opere la responsabilidad patrimonial estatal, a saber, que haya un daño 
antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de una autoridad 
pública, sin hacer distingos en cuanto al causante del daño. De este modo la 
responsabilidad patrimonial del Estado por los hechos, acciones u omisiones 
 
40 “El daño es, entonces, el primer elemento de la responsabilidad, y de no estar presente torna 
inoficioso el estudio de la misma, por más que exista una falla del servicio. La razón de ser de esta 
lógica es simple: si una persona no ha sido dañada no tiene por qué ser favorecida con una conducta 
que no correspondería, sino que iría a enriquecerla sin justa causa. Él es la causa de la reparación 
y la reparación es la finalidad última de la responsabilidad civil. Estudiarlo en primer término es dar 
prevalencia a lo esencial en la figura de la responsabilidad”. HENAO, JUAN CARLOS. El daño, Análisis 
comparativo de la responsabilidad extracontractual del Estado en Derecho colombiano y francés, 
Bogotá, Universidad Externado, 3ª reimpresión, 2003, p. 37. 
41 HENAO PÉREZ, JUAN CARLOS. Presentación general de la responsabilidad extracontractual del 
Estado en Colombia, Jornadas Colombo Venezolanas de Derecho Público, p.729. 
imputables al Poder Legislativo está expresamente contemplada en el 
artículo 90 constitucional, pues cualquier otra posibilidad sería abiertamente 
inconstitucional desde la perspectiva del Estado Social de Derecho y de los 
principios y valores que rigen nuestro ordenamiento constitucional tales como 
la solidaridad, la igualdad, la justicia material y la supremacía de la 
Constitución. 
En este orden de ideas, en el ejercicio de sus funciones la actividad del curador 
urbano implica el desarrollo de una función pública que el Estado, por mandato 
constitucional (artículos 123 y 210 de la Carta Fundamental), confirió a los 
particulares y como consecuencia, dicha actuación se encuentra sujeta al control  
que se deriva de la naturaleza de su función42. Así las cosas, es el Estado el llamado 
a responder ante la responsabilidad que se derive de dicha actuación u omisión, de 
conformidad con el artículo 90 de la carta fundamental, bajo el supuesto de la 
responsabilidad extracontractual del Estado.  
Con todo, aunque, las licencias urbanísticas sean consideradas actos de 
autorización como se explicó previamente, indudablemente estas generan un 
impacto positivo o negativo en el patrimonio del titular toda vez que atendiendo a su 
naturaleza pueden favorecer el ejercicio de un derecho o limitar el mismo 43, de ahí 
que su ejecución repercute en la esfera de los derechos de la colectividad,  
Vale la pena entonces cuestionarse: ¿Cuál es el tratamiento de la responsabilidad 
cuando se expide una licencia urbanística de manera ilegal? 
 
42 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección tercera, Sentencia del 12 de 
junio de 2017. Exp. 57.787 
43 “En este punto, cobra especial importancia la vieja expresión jurídica según la cual, “tanto vale no 
tener un derecho como no poderlo ejercer”, puesto que da igual tener el derecho a edificar el suelo 
como no poder ejercerlo. De esta manera, si es la licencia urbanística el mecanismo que consagra 
el ordenamiento jurídico colombiano para efectos de permitir al titular del derecho de dominio, el 
ejercicio de su correlativo y preexistente derecho de edificación sobre el suelo del cual es titular, 
resulta más que lógico que dicho acto administrativo si genere un situación favorable a su titular, en 
tanto antes de su expedición no podía intervenir el suelo del cual es dueño, pero después de la 
obtención de la autorización si podrá intervenir el suelo (…)”. Ob cit.  SANTOS RODRÍGUEZ, JORGE 
ENRIQUE. “La impugnación administrativa de las licencias urbanísticas” en: Revista de Derecho 
Administrativo, N.° 2, primer semestre, Universidad Externado de Colombia, 2009. 
Lo primero por indicar, es que de conformidad al artículo 90 de la carta fundamental 
los elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado con independencia del 
régimen y titulo de imputación son a saber: i). Un daño44 antijurídico,45 definido como 
“toda lesión patrimonial o extrapatrimonial que la víctima no está en el deber jurídico 
de soportar, que no está justificado por la ley o por el derecho” el cual a su vez debe 
ser cierto, personal y determinado o determinable; ii). una conducta activa u omisiva 
imputable a una autoridad46 y iii). Un nexo causal entre esta y aquella.  
En este orden de ideas, la concepción de daño antijurídico se analiza desde el sujeto 
que ha sufrido el perjuicio mas no de la conducta del autor del daño, con lo cual la 
justificación de reparar reside en si el sujeto tiene el deber o no de soportar el daño, 
 
44 definido como “la pérdida sufrida por una persona como consecuencia de la lesión a un derecho o 
a un interés jurídicamente tutelado de la víctima. ROZO SORDINI, EMANUELLE. El daño biológico, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2002, p. 63 
45 En este sentido, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de diciembre de 2002. Exp. 
12625. “El daño es uno de los presupuestos o elementos que estructuran la responsabilidad del 
Estado, común a todos los regímenes (falla del servicio, presunción de falla, daño especial, trabajos 
públicos, etc.), a tal punto que la ausencia de aquel imposibilita el surgimiento de esta. Esto significa 
que no puede haber responsabilidad si falta el daño. Ahora bien, para que el daño sea resarcible o 
indemnizable, la doctrina y la jurisprudencia han establecido que debe reunir las características de 
cierto, concreto o determinado y personal. En efecto, en la materia que se estudia la doctrina es 
uniforme al demandar la certeza del perjuicio(...): Al exigir que el perjuicio sea cierto, se entiende que 
no debe ser por ello simplemente hipotético, eventual. Es preciso que el juez tenga la certeza de que 
el demandante se habría encontrado en una situación mejor si el demandado no hubiera realizado 
el acto que se le reprocha. Pero importa poco que el perjuicio de que se queje la víctima se haya 
realizado ya o que deba tan solo producirse en lo futuro. Ciertamente, cuando el perjuicio es actual, 
la cuestión no se plantea: su existencia no ofrece duda alguna. Pero un perjuicio futuro puede 
presentar muy bien los mismos caracteres de certidumbre. Con frecuencia, las consecuencias de un 
acto o de una situación son ineluctables; de ellas resultará necesariamente en el porvenir un perjuicio 
cierto. Por eso, no hay que distinguir entre el perjuicio actual y el perjuicio futuro; sino entre el 
perjuicio cierto y el perjuicio eventual, hipotético[...]”. 
46 GIL BOTERO, ENRIQUE. Responsabilidad extracontractual del Estado, sexta edición, Bogotá, Temis, 
2013, p. 39. SANTOFIMIO GAMBOA, JAIME ORLANDO. Control de convencionalidad y responsabilidad del 
Estado, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2013, p. 176.  Ob cit. HENAO PÉREZ, JUAN 
CARLOS. El daño, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1998, p. 131. Corte Constitucional, 
Sentencia C-333 de 1996: “[S]on dos las condiciones indispensables para la procedencia de la 
declaración de la responsabilidad patrimonial con cargo del Estado y demás personas jurídicas de 
derecho público, a saber: el daño antijurídico y la imputabilidad del daño a alguna de ellas. La noción 
de daño antijurídico es invariable cualquiera sea la clase (contractual o extracontractual) o el régimen 
de responsabilidad de que se trate; consistirá siempre en la lesión patrimonial o extrapatrimonial que 
la víctima no está en el deber jurídico de soportar. Esta última cita es pertinente para recalcar en la 
cuestión objeto de estudio en la presente decisión, pues tal como lo ha entendido el Consejo de 
Estado, la disposición constitucional que regula la materia establece la obligación de reparar los 
daños antijurídicos provenientes de cualquier autoridad pública. En efecto, como se ha reiterado el 
precepto simplemente establece dos requisitos para que opere la responsabilidad patrimonial estatal, 
a saber, que haya un daño antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de una 
autoridad”.  
de ahí que, se repute indemnizable tanto a efecto de una causa ilícita propia de un 
régimen subjetivo – referente a la falla del servicio- como de una causa licita propia 
de un régimen objetivo47, donde el elemento de la culpa dista en uno y otro 
dependiendo de las vicisitudes del caso en cuestión.  
De tal modo que, desde el citado artículo de la carta política se reconoce que las 
decisiones y operaciones administrativas propias de la actividad urbanística y 
territorial, donde converge una interacción compleja de los poderes del Estado que 
implica una multiplicidad de autoridades administrativas junto a la intervención de la 
iniciativa privada, pueden constituir un presupuesto de responsabilidad, en virtud 
del reconocimiento y la preponderancia de los derechos de la colectividad sobre las 
conquistas históricas individuales48. 
En este sentido, se ha pronunciado el H. Consejo de Estado al indicar:     
[...] en lo que se refiere al derecho de daños, el modelo de responsabilidad 
estatal que adoptó la Constitución de 1991 no privilegio ningún régimen en 
particular, sino que dejó en manos del juez definir, frente a cada caso en 
concreto, la construcción de una motivación que consulte las razones tanto 
fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá que adoptar. 
Por ello, la jurisdicción de lo contencioso administrativo ha dado cabida a la 
utilización de diversos “títulos de imputación” para la solución de los casos 
propuestos a su consideración, sin que esa circunstancia pueda entenderse 
como la existencia de un mandato que imponga la obligación al juez de 
 
47 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección tercera, Sentencia del 28 de 
octubre de 1976, Exp. 1482. En el mismo sentido, Figueroa Bastidas, Gabriel Ernesto. La 
responsabilidad agraviada del Estado, Bogotá, Universidad del Rosario, 2016, p. 94 
48 “El modelo constitucional de Estado social y democrático de derecho nos determina un camino 
sustancial diferente de frente a este problema conceptual de la responsabilidad del Estado, sobre 
todo cuando está de por medio la materia urbanística y territorial. Sin desconocer el papel de 
individuo , sus derecho e intereses (por ende, sujeto posible de daños antijuridicos), el ordenamiento 
constitucional establece para el derecho de la responsabilidad del Estado una base de sustento que 
retoma y enaltece a la sociedad como un cuerpo material actuante y doliente con los intereses y 
derecho comunes, en todo aquello que nos comprende y compromete colectivamente, por tanto, 
igualmente potencial destinatario de daños antijuridicos imputables a las autoridades con 
competencia en materias urbanísticas y territoriales”. Ibid. SANTOFIMIO GAMBOA, JAIME ORLANDO. 
Actividad urbanística territorial y responsabilidad del Estado, p. 588. 
utilizar frente a determinadas situaciones fácticas —a manera de recetario— 
un específico título de imputación 
En suma, las actuaciones de los curadores urbanos al estar enmarcadas en un 
supuesto de descentralización por colaboración se encuentran sujetas a los 
principios y reglas propias de la función administrativa que ejercen49 ello quiere decir 
que si bien, los curadores son personas privadas su actividad se encuentra limitada 
a los preceptos jurídicos que cimientan la función pública50 y en concordancia con 
lo anterior, en el desempeño de sus atribuciones pueden ocasionar un daño 
antijurídico.  
En definitiva, una vez determinado el daño antijurídico, el juicio de imputación en 
materia urbanística estará delimitado por un ámbito factico y un ámbito jurídico o 
denominado también como la imputación jurídica, el primero donde se analiza la 
relación de causalidad51 y el segundo donde se indaga los deberes normativos que 
se violan u omiten o cumpliéndose lo son de manera defectuosa52, según los títulos 
de imputación decantados hoy por la jurisprudencia a saber: i). falla del servicio 
 
49 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-561 de 1999: “En efecto, no es extraño que los 
particulares ejerzan funciones públicas por habilitación del Estado, ya que los particulares pueden 
intervenir en el ámbito de la función pública. Sus atribuciones y el ejercicio de la función no modifican 
per se, la naturaleza privada de las personas jurídicas, pero en el ejercicio de las atribuciones, esas 
se hallan sujetas a las reglas propias de la función que ejercen, pues en razón del acto de habilitación 
ocupan el lugar de la autoridad estatal, con sus obligaciones, deberes y prerrogativas. En 
consecuencia, para los efectos de la función administrativa, las personas jurídicas privadas deben 
actuar teniendo en cuenta las inhabilidades señaladas en el ordenamiento jurídico y utilizando 
explícitamente los medios autorizados, tales como las normas administrativas”.. 
50 GARCÍA-BELLIDO, JAVIER .The Spanish ‘reparcelación’ or equitable land readjustment and its relative 
uniqueness. Conference on Land Readjustment. Lincoln Institute of Land Policy. En 
Ciudad y Territorio. Madrid, Ministry of Public Works and Housing, 2002. 
51 “sostiene la existencia de cadenas de relaciones causales (causa- efecto) que permitan, mediante 
la observación de ellas, una explicación de todo lo que puede explicarse, Determinar la o las cusas 
de uno o varios sucesos constituye la tarea de aprehensión cognoscitiva del fenómeno causal. La 
formulación de la teoría de la determinación causal: “nada puede existir ni dejar de existir sin causa”, 
o, en otros términos, “todo efecto es generado por una causa”, debe ser entendida como método de 
conocimiento humano, ya que como doctrina explicativa del mundo de la naturaleza y de sus 
mutaciones conlleva necesariamente el reconocimiento de un primer fenómeno incausado, un 
comienzo no causado pero que es la causa del todo, o bien a una infinita regresión de causas y 
efectos”. GOLDERNBERG ISIDRO H. La relación de causalidad en la responsabilidad civil, Ira 
reimpresión, Buenos Aires, De palma, 2011, pp. 2 y 3.  
52 Cfr. Ob cit. SANTOFIMIO GAMBOA, JAIME ORLANDO. Actividad urbanística territorial y responsabilidad 
del Estado, p. 598.599 
presunta o probada53 en aquellos casos en los que existe una transgresión a una 
obligación en cabeza del Estado o por acaecer en la prestación del servicio 
irregularidades, retardos, ineficiencia, omisiones, o ausencia del Estado; ii). riesgo 
excepcional54 y; iii). daño especial55.  
Específicamente, en materia urbanística la imputación de la responsabilidad se ha 
examinado desde los diferentes títulos de imputación dependiendo el aspecto 
factico. Así, la falla del servicio como fundamento de imputación se ha reconocido 
por la jurisprudencia del H. Consejo del Estado, en aquellas situaciones en las 
cuales la Administración incumple un deber normativo o positivo como es el caso 
de i). la expedición de licencias de indebida forma, y ii) por la insuficiencia u omisión 
en el seguimiento y control de las licencias urbanísticas56, en cada uno de los 
supuestos bajo la interpretación jurídica del Juez de los aspectos sustanciales que 
fundamentan la responsabilidad. 
 
53HERNÁNDEZ ENRIQUE, ALIER EDUARDO Y FRANCO GÓMEZ, Catalina. Responsabilidad Extracontractual 
del Estado, Análisis de la Jurisprudencia del Consejo de Estado, Bogotá, Ediciones Nueva Jurídica, 
2007, pp 14. “Dentro del sistema de responsabilidad subjetiva del Estado, la jurisprudencia del 
Consejo de Estado distinguió dos regímenes: uno de falla probada y otro de falla presunta, según 
Que el actor corriese con la carga de probar la falla o que estuviese exonerado de su demostración, 
bastándole probar, en este último caso, el hecho dañoso para que surgiera, en su favor y en contra 
del Estado, la presunción de falla y, por consiguiente, para que se invirtiera la carga de la prueba”. 
54 “la idea de la responsabilidad por riesgo(s) no es propia del derecho administrativo, pues al 
contrario fue la doctrina sivilista (Saleilles, Joserand) la que se hizo- no sin controversias- su 
promotora desde el fin del siglo XIX. Hoy, el entusiasmo que rodeo su nacimiento se ha esfumado 
en buena parte pues se ha hecho evidente que no es posible explicar a través de ella la totalidad de 
las soluciones en que el juez consagra una responsabilidad desprendida de toda culpa- y no se 
superponen más-. Y ello tanto más cuanto la solución de riesgo por si misma es relativamente 
incierta. Con ella se perfila al parecer la idea de peligro: como a ello invita el sentido común, una 
actividad “a riesgos” es una actividad peligrosa y se pude encontrar aceptable que el sujeto de 
derecho cuya actividad presenta riesgos de daños los asuma si sobrevienen (riesgo creado). Pero 
al mismo tiempo se la puede comprender en cuanto designa una actividad que, fuera de toda 
verdadera peligrosidad, deba también provocar la toma a cargo de sus consecuencias desfavorables 
por aquel a quien beneficia (riesgo sin provecho).  Y además hay también, subyacente a la idea de 
riesgo, la de la probabilidad de la producción de un daño sobreviniente, del alea inherente a la 
actividad humana. Ibid. HERNÁNDEZ ENRIQUE, ALIER EDUARDO Y FRANCO GÓMEZ, Catalina. 
Responsabilidad Extracontractual del Estado, pp. 184 y 185. 
55 “Bajo esta denominación funcionó un régimen de responsabilidad en virtud del cual el juez obligaba 
al Estado, por razones de equidad, a indemnizar los daños especiales y anormales que causara con 
su actividad a los particulares, sin que dicha actividad pudiese reprocharse de ilegal”. HERNÁNDEZ 
ENRIQUE, ALIER EDUARDO Y FRANCO GÓMEZ, Catalina. Responsabilidad Extracontractual del Estado, 
p.18. 
56 HERNÁNDEZ ENRIQUE, ALIER EDUARDO Y FRANCO GÓMEZ, Catalina. Responsabilidad 
Extracontractual del Estado Ibid. 633 
Por su parte, el Decreto 1077 de 2015- compilatorio del Decreto 1469 de 2010- en 
su artículo 2.2.6.6.1.3 establece que: “el curador urbano es autónomo en el ejercicio 
de sus funciones y responsable disciplinaria, fiscal, civil y penalmente por los daños 
y perjuicios que causen a los usuarios, a terceros o a la administración pública en 
el ejercicio de su función pública”57. 
Al respecto, el Consejo de Estado se ha manifestado en los siguientes términos:  
.(…) el artículo 75 del referido Decreto 1469 de 2010 indica la autonomía de 
los curadores urbanos en el ejercicio de sus funciones y la responsabilidad 
en cabeza de los mismos por los daños o perjuicios que causen a los 
usuarios, terceros o a la administración pública. Por lo tanto, teniendo en 
cuenta que las curadurías urbanas carecen de personería jurídica, recae en 
el curador urbano la responsabilidad que surja de dichas actuaciones. (…) el 
artículo 2.2.6.6.1.3 en cuanto a la representación de las entidades públicas o 
los particulares que ejercen funciones públicas –como los curadores 
urbanos-, establece el artículo 159 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, lo siguiente: Artículo 159. 
Capacidad y representación. Las entidades públicas, los particulares que 
cumplen funciones públicas y los demás sujetos de derecho que de acuerdo 
con la ley tengan capacidad para comparecer al proceso, podrán obrar como 
demandantes, demandados o intervinientes en los procesos contencioso 
administrativos58. 
 
57 “Mediante Ley 190 de 1995 el Congreso de la República expidió el Estatuto Anticorrupción; dentro 
de ese marco, en el artículo 83 se otorgó facultades precisas y por un plazo no superior a seis (6) 
meses al Gobierno Nacional para expedir mediante decreto con fuerza de ley, normas encaminadas 
a suprimir o reformar regulaciones, procedimientos o trámites innecesarios en la administración 
pública. El Gobierno expidió el decreto 2150 de 1995, en cuyo capítulo relativo a LICENCIAS DE 
URBANISMO Y DE CONSTRUCCIÓN creó la figura del curador urbano como «un particular 
encargado de estudiar, tramitar y expedir las licencias de urbanismo o de construcción, a petición 
del interesado en adelantar proyectos de urbanización o de edificación en las zonas o áreas de la 
ciudad que la administración municipal le haya determinado como de su jurisdicción (...)”. HERRERA 
ROBLES, ALEKSEY. “Las curadurías urbanas”, en: Revista digital Derecho de la División de Ciencias 
Jurídicas, Universidad del Norte, octubre de 2004, p.141. 
58 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Auto del 12 de junio 
de 2017, Exp. 57.787 
En definitiva, ocasionado un daño y habiéndose consolidado los elementos de la 
responsabilidad donde la causa del daño antijurídico fue la expedición de una 
licencia urbanística ilegal por parte de un curador, surge en cabeza del Estado, bajo 
la hipótesis planteada, la obligación de reparar los perjuicios ocasionados por estos, 
en cuanto existió una omisión a los deberes constitucionales y legales.  
En este punto es menester precisar, que el artículo 14 del Decreto 1203 de 2017 
modificatorio del artículo 2. 2. 6.1. 4. 11 del Decreto Único Reglamentario 1077 de 
2015 del sector Vivienda, Ciudad y Territorio, estableció que a los alcaldes 
municipales o distritales les corresponde ejercer la vigilancia y control durante la 
ejecución de las obras, en este sentido las curadurías urbanas no ejercen el control 
posterior a la expedición de la licencia, y en esta medida, aunque la licencia 
urbanística sea expedida por una entidad privada, en concordancia con el artículo 
90 de la Constitución Política, el Estado pueda llegar a ser responsable por la 
actuación de los curadores urbanos, ya que los mismos ejercen una 
descentralización por colaboración, lo anterior, sin perjuicio de la responsabilidad 
disciplinaria, penal, fiscal y civil en que los curadores se puedan ver incurso en el 
ejercicio de sus funciones a través de la acción de repetición consagrada en el 
artículo 142 del CPACA. 
 
1.3 La responsabilidad derivada de la falta de seguimiento de la licencia 
urbanística otorgada.  
Una vez, delimitado los presupuestos de la responsabilidad extracontractual del 
Estado y la responsabilidad derivada de la expedición de licencias urbanísticas 
ilegales en líneas previas, nos enfocaremos en la hipótesis en la cual la falta de 
seguimiento de la licencia urbanística otorgada genera un daño antijurídico.  
Para efectos de este acápite, como primera medida, debemos distinguir entre la 
actividad que desempeñan los curadores urbanos junto a la responsabilidad que 
estos puedan tener en el uso de sus funciones y la actividad de vigilancia y control 
que deben ejercer los órganos asignados para tal fin sobre aquellos. 
Tal como se anunció previamente, la imputación como elemento determinante de la 
responsabilidad del Estado, contiene dos aristas. Por un lado, el debate factico 
entorno a las posibles causas que dieron origen al daño y las teorías referentes a la 
causalidad que se superponen y, por otro lado, la indagación de los deberes 
normativos y la atribución con base en el deber jurídico que se identifica como 
violado, incumplido u omitido. En este orden de ideas, la responsabilidad en el 
derecho urbanístico está dada por diferentes escenarios materiales tanto de los 
agentes particulares que ejercen funciones públicas como fue el caso expuesto con 
anterioridad como por los agentes públicos al ser atribuible la responsabilidad ya no 
por la expedición de un acto administrativo ilegal sino por el desconocimiento de las 
obligaciones de vigilancia y control que se les otorga a estos.   
Precisamente en este punto, el artículo 101 de la Ley 388 de 1997 modificado a su 
vez, por el artículo 9 de la Ley 810 de 2003 en su numeral 6 dispone que: “El alcalde 
municipal o distrital, o su delegado permanente, será la instancia encargado de 
vigilar y controlar el cumplimiento de las normas urbanísticas por parte de los 
curadores urbanos”. 
En este sentido, se ha pronunciado el H.Consejo de Estado, al manifestar que:  
 “De la lectura de las disposiciones reseñadas, se deduce de manera 
inequívoca la obligación y por consiguiente la capacidad del Distrito Capital, 
de imponer sanciones cuando quiera que no se diera cumplimiento por parte 
del constructor de los requerimientos contenidos en las respectivas licencias, 
consistente en multas, suspensión de obras, e inclusive demolición de 
algunas de las edificaciones ya construidas. Como se aprecia, todas estas 
medias, están directamente relacionadas con la ejecución de las obras y tal 
y como lo entendió la parte actora en la demanda, han debido ser adoptadas 
por el Distrito Capital con ocasión de la verificación del incumplimiento de los 
requerimientos contenidos en las licencias de construcción y en los 
conceptos técnicos que les sirvieron de fundamento59. 
 
59 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 18 de 
octubre de 2007, Exp. 22-779 
Asimismo, en un pronunciamiento más reciente el H. Consejo de Estado indicó:   
Es de resaltar, que para la Sala resulta inconcebible que el Municipio de 
Medellín, durante todo el proceso niegue la responsabilidad que tiene como 
primera autoridad del Municipio encargada de vigilar y velar el cumplimiento 
de las normas urbanísticas. Pues como superior jerárquico de los curadores 
urbanos le compete ejercer control de legalidad sobre las licencias de 
construcción que ellos expiden en uso de sus facultades legales60. 
En efecto, ambos ejemplos ilustran como las funciones de control y vigilancia en el 
cumplimiento y seguimiento de las normas urbanísticas por parte de las autoridades 
administrativas a las que se le atribuye dicho deber son causas de responsabilidad 
ante la omisión o el cumplimiento ineficiente de estos preceptos61. 
En conclusión, lo anterior no es nada más ni menos que la sujeción a la función 
pública a los principios de coordinación, buen gobierno62, unidad nacional63 
responsabilidad64 y los mandatos legales que ordenan deberes a las autoridades 
 
60 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Sentencia del 16 de 
marzo de 2012, Exp. 7113.   
61  Ob cit. SANTOFIMIO GAMBOA, JAIME ORLANDO. Actividad urbanística territorial y responsabilidad del 
Estado, pp. 650 y 651.“De esta forma, una lectura sistemática del ordenamiento jurídico sustancial y 
procesal de la responsabilidad del Estado en consonancia con el régimen urbanístico y territorial 
permite que la persona que se crea lesionada o afectada por un hecho, una omisión, una operación 
administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por hechos derivados de 
trabajo u obras públicas o por cualquier otro hecho que le hubiere ocasionado un daño antijuridico 
podrá solicitar directamente ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo que antes de la 
imputación de este a una entidad pública estatal o a un particular que ejerza funciones públicas en 
los término de la Constitución política o hubiere obrado siguiendo expresa instrucción de ella, se 
repare integralmente, por esta el daño antijurídico ocasionado (…)” 
62Ley 1454 de 2011. Artículo 3°. “La organización territorial del Estado deberá garantizar la 
planeación y participación decisoria de los entes territoriales en el desarrollo de sus regiones, 
autosostenibilidad económica, el saneamiento fiscal y la profesionalización de las administraciones 
territoriales, por lo que se promoverán mecanismos asociativos que privilegien la optimización del 
gasto público y el buen gobierno en su conformación y funcionamiento”. 
63 Ley 1454 de 2011. Artículo. “El ordenamiento territorial propiciará la integridad territorial, su 
seguridad y defensa, y fortalecerá el Estado Social de Derecho organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales”. 
64 Ley 1454 de 2011. Artículo. “Las autoridades del nivel nacional y territorial promoverán de manera 
activa el control social de la gestión pública incorporando ejercicios participativos en la planeación, 
ejecución y rendición final de cuentas, como principio de responsabilidad política y administrativa de 
los asuntos públicos”. 
administrativas de velar por el cumplimiento adecuado de la prestación de los 
servicios públicos.  
 
Capítulo 2: LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR EL CAMBIO EN LA 
NORMATIVIDAD URBANISTICA COMO SUPUESTO DE DAÑO ESPECIAL.  
 
2.1. La licencia urbanística como acto administrativo constitutivo de derechos   
La licencia urbanística se entiende en Colombia como aquella autorización65 que la 
Administración le otorga a un particular con un determinado fin. Así, el Decreto 1469 
de 2010 define la figura de la siguiente manera: 
“(...) Licencia urbanística. Es la autorización previa para adelantar obras de 
urbanización y parcelación de predios, de construcción y demolición de 
edificaciones, de intervención y ocupación del espacio público, y para realizar 
el loteo o subdivisión de predios, expedida por el curador urbano o la 
autoridad municipal competente, en cumplimiento de las normas urbanísticas 
y de edificación adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, en los 
instrumentos que lo desarrollen o complementen, en los Planes Especiales 
de Manejo y Protección (PEMP) y en las leyes y demás disposiciones que 
expida el Gobierno Nacional. 
La expedición de la licencia urbanística implica la certificación del 
cumplimiento de las normas y demás reglamentaciones en que se 
fundamenta y conlleva la autorización específica sobre uso y 
aprovechamiento del suelo. 
Parágrafo. Las licencias urbanísticas y sus modalidades podrán ser objeto 
de prórrogas y modificaciones. 
 
65 Real Academia Española: “f. Acción y efecto de autorizar.”. Autorizar: “tr. Dar o reconocer a alguien 
facultad o derecho para hacer algo.” 
Se entiende por prórroga de la licencia la ampliación del término de vigencia 
de la misma. Se entiende por modificación de la licencia, la introducción de 
cambios urbanísticos, arquitectónicos o estructurales a un proyecto con 
licencia vigente, siempre y cuando cumplan con las normas urbanísticas, 
arquitectónicas y estructurales y no se afecten espacios de propiedad 
pública. 
Las modificaciones de licencias vigentes se resolverán con fundamento en 
las normas urbanísticas y demás reglamentaciones que sirvieron de base 
para su expedición. En los eventos en que haya cambio de dicha 
normatividad y se pretenda modificar una licencia vigente, se deberá 
mantener el uso o usos aprobados en la licencia respectiva.”66 
De lo anterior deviene palmario entonces asimilar el concepto de licencia urbanística 
como la autorización que otorga el curador urbano67 a un particular para que el 
mismo use y aproveche el suelo; y , en este punto resulta menester resaltar la 
discusión existente frente a las consecuencias que se derivan de la expedición de 
una licencia; cuestión que tampoco ha sido pacifica al interior de la jurisprudencia 
del H. Consejo de Estado pues, “existe un debate que se ha reflejado en la 
jurisprudencia de la Sección Primera de la Corporación. Una postura, señala que 
los permisos, licencias, autorizaciones y similares, son actos provisionales, 
subordinados al interés público y, por lo tanto, a los cambios que se presenten en 
el ordenamiento jurídico respectivo, cuyas disposiciones, por ser de índole policiva, 
 
66 Y en este punto resulta interesante manifestar que tal como lo ha expresado la doctrina colombiana 
siguiendo a LUCIANO PAREJO en LEMUS CHOIS. VÍCTOR DAVID Planificación y control urbanístico en 
Bogotá: desarrollo histórico y jurídico. Colección textos de Jurisprudencia, Serie Maestría, Bogotá. 
Universidad del Rosario, 2006, p.157: “esta definición recoge el desarrollo jurídico que sobre la 
materia ha realizado el derecho español por medio del cual la Administración permite el ejercicio del 
derecho de edificación, siempre y cuando se encuentren satisfechos los deberes establecidos en las 
normas urbanísticas aplicables.”  
67 Ley 810 de 2003, art. 9: “El curador urbano es un particular encargado de estudiar, tramitar o 
expedir licencias de parcelación, urbanismo, construcción o demolición, y para el loteo o subdivisión 
de predios, a petición del interesado en adelantar proyectos de parcelación, urbanización, 
edificación, demolición o de loteo o subdivisión de predios, en las zonas o áreas del municipio o 
distrito que la administración municipal o distrital le haya determinado como de su jurisdicción. 
La curaduría urbana implica el ejercicio de una función pública para la verificación del cumplimiento 
de las normas urbanísticas y de edificación vigentes en el distrito o municipio, a través del 
otorgamiento de licencias de urbanización y de construcción.” 
revisten el mismo carácter. Al sentir de esta postura los derechos o situaciones 
jurídicas particulares nacidos de la aplicación del derecho policivo, no son definitivos 
y mucho menos absolutos, de allí que no generen derechos adquiridos. Por su parte 
la postura antagónica reconoce el carácter de acto administrativo creador de una 
situación jurídica particular y de un derecho subjetivo, patrimonial y favorable 
derivada del acto de la administración mediante el cual se otorga la licencia de 
construcción.”68 
Y que, de cara a lo anterior para nosotros es claro y manifiesto tal como lo señala 
SANTOS RODRIGUEZ, que: “la licencia urbanística debe ser considerada como un acto 
administrativo favorable”69 en la medida en que le otorga beneficios y derechos al 
particular que antes no los tenía generándole no solo una mera expectativa sino el 
ejercicio de verdaderos derechos subjetivos con las consecuencias que estos 
conllevan. Lo anterior sin entender que son derechos absolutos pues tal como la 
norma lo expresa tiene una vigencia en el tiempo y también puede ser restringido el 
mismo en la medida en que la licencia deberá siempre ceñirse a la observancia de 
las normas urbanísticas existentes.  
Ello, atado al entendimiento entonces que se le ha dado en materia de derecho 
publico a los derechos adquiridos que en vasta jurisprudencia del H. Consejo de 
Estado han sido denominados como situaciones consolidadas. v. g: 
“(...) las situaciones jurídicas individuales que han quedado definidas y 
consolidadas bajo el imperio de una ley y que, en tal virtud, se entienden 
incorporadas válida y definitivamente o pertenecen al patrimonio de una 
persona.”70 
Lo anterior reiterado por el mismo Tribunal en Sentencias del año 2016 y 2009 
cuando afirma que: “Existirá entonces un derecho adquirido cuando durante la 
 
68 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, 
Sentencia de 13 de noviembre de 2014, exp. 31605 
69 Ob cit. SANTOS RODRIGUEZ, JORGE. La impugnación administrativa de las licencias urbanísticas. 
Revista Digital de Derecho Administrativo 2.  Universidad Externado de Colombia, 2009, p.85. 
70 Sentencia C-147/99 (M.P. Antonio Barrera Carbonell). A su vez CFR de manera reiterativa la 
Sentencia C-168 de 1995 (M. P. Carlos Gaviria Díaz). 
vigencia de la ley, el individuo logra cumplir con todos y cada uno de los requisitos 
establecidos en ella, lo cual configura la existencia de una determinada posición o 
relación jurídica.  
 
Es decir, si las condiciones fijadas en una ley para la protección de esa posición o 
relación jurídica se satisfacen en su integridad, se entiende que toma forma un 
derecho que hace parte del patrimonio de su titular. Dicho de otra manera, “cuando 
respecto de un determinado sujeto, los hechos descritos en las premisas normativas 
tienen debido cumplimiento.”71 
Adicional a lo anterior, y volviendo al Decreto 1469 de 2010, la norma señala que 
las licencias urbanísticas son autorizaciones que pueden tener diferentes objetos y, 
no solo el de construcción, así el artículo segundo del referido Decreto reza: 





5. Intervención y ocupación del espacio público.” 
Con todo, el particular que desee adquirir una de estas licencias deberá seguir no 
solo los pasos que el ordenamiento exige para cada una de ellas72 -cuestión que no 
es objeto de nuestro estudio- sino también certificar el cumplimiento de las normas.  
En suma, la licencia urbanística se constituye ineludiblemente en un acto 
administrativo de carácter particular73, el que deberá ser atacado por los medios de 
 
71 Corte Constitucional, Sentencia C-192-16 y Sentencia C-242 de 2009 
72http://www.minvivienda.gov.co/Mejoramiento%20Integral%20de%20Barrios/Licenciamiento%20Ur
ban%C3%ADstico,%20Reconocimiento%20y%20Legalizaci%C3%B3n%20Asentamientos.pdf 
73 SANTOFIMIO GAMBOA. JAIME ORLANDO. Carácter colectivo de las licencias urbanísticas bajo los 
presupuestos del Estado social y democrático de derecho La ruptura del individualismo clásico en el 
procedimiento y la decisión administrativos de licencia urbanística. Revista Digital de Derecho 
control específicos para controvertir este tipo de actos de conformidad no solo con 
el Decreto 1469 de 2010 sino también con el Código Contencioso y de lo 
procedimiento Administrativo -CPACA-74.   
Con todo, “la licencia se convierte en el instrumento estelar y central para articular, 
en casos concretos y específicos, toda actividad relativa al uso del suelo y del 
espacio, edificabilidad, urbanización, y demás requeridas por el legislador, a la 
legalidad territorial y urbana, garantizando de esta manera la convivencia y el 
respeto a los diferentes elementos en conflicto surgido como consecuencia de las 
relaciones humanas en conglomerado, y de los humanos con el medio, la tierra, el 
suelo, el espacio, etc., tal como se desprende de los objetivos y finalidades muchas 
veces imposibles de deslindar de los conceptos de urbanismo y ordenamiento 
territorial.”75 
 
2.2. La no configuración del Derecho a mantener un régimen jurídico 
determinado: carga publica que debe ser soportada 
Una vez explicada la naturaleza de la licencia urbanística como aquel acto 
administrativo de carácter particular y generador de derechos nos corresponde 
demostrar la verificación de un daño cuando el mencionado derecho adquirido es 
vulnerado. En esa medida, analizaremos las cargas que deben ser soportadas en 
las diferentes hipótesis de adquisición de una licencia urbanística donde la misma 
 
Administrativo 2.  Universidad Externado de Colombia, 2009, p. “(...)algunos sectores doctrinales, 
orientados en los trabajos de autores italianos, ubican el concepto de licencia y de sus ideas afines 
en la teoría del acto administrativo, específicamente dentro de ésta, en los llamados actos 
administrativos negociales, esto es, aquellos donde tiene relevancia tanto la voluntad de la 
declaración como la voluntad declarada que se forma en el contenido del acto. Esta topología puede 
ser reglada o discrecional y dentro de las modalidades que adopta en el derecho italiano están las 
de admisión, concesión, aprobación y autorización. Precisamente esta última se asimila, aunque sin 
una absoluta precisión, al concepto de licencia, en cuanto que se le entiende como aquellos actos 
de la administración pública que confieren al sujeto autorizado la facultad de ejercitar un poder o 
derecho preexistente a esta decisión. Sin la presencia de esta decisión resulta imposible que el sujeto 
ejercite lícitamente el poder o derecho que ostenta.” 
74 Decreto 1469 de 2010, art. 42 y 43. 
75 Ob cit. SANTOFIMIO GAMBOA, JAIME ORLANDO. p.30 
hace titular al particular de ciertos derechos subjetivos; los que, al verse afectados 
ubican a su titular en tal posición que los pueda reclamar.  
Lo anterior nos ubica entonces en el escenario en el que  los derechos de los 
particulares serán posiblemente afectados al ser delimitados, restringidos o en el 
peor de los casos nulos, lo que nos lleva a un entendimiento en el que si bien el 
Estado deberá responder ante un rompimiento del equilibrio de las cargas públicas 
estamos ante derechos que no resultan intangibles y, en esa medida, las 
autoridades públicas en ejercicio de sus competencias legales pueden intervenir en 
ellos de diferentes maneras. 
Así las cosas, sea lo primero y de manera muy somera recordar los fundamentos76 
de la responsabilidad civil extracontractual del Estado que encuentra su cimiento en 
el art. 90 constitucional que reza: 
“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le 
sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno 
de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.” 
De lo anterior se desprende que la Constitución Política de 1991 buscó endilgarle 
responsabilidad al Estado Colombiano no solo cuando obraba de manera incorrecta 
vía acción sino también cuando por negligencia o simplemente por desidia dejaba 
de cumplir sus obligaciones generándole de esta manera un daño injustificado a 
alguno de sus asociados. Sin embargo, de la lectura literal del articulo podemos 
entender que el Constituyente, no sólo hace referencia a un régimen de carácter 
subjetivo donde la conducta del actor resulta importante sino también que se refiere 
a un régimen de responsabilidad de carácter objetivo donde la conducta no tiene 
 
76 Los mencionados fundamentos son daño, acción u omisión y nexo de causalidad.  
importancia alguna, toda vez que en ningún momento le añade calificativos al tipo 
de conducta. 
En consecuencia, el Estado tiene la obligación de responder por cualquier daño77    
-antijuridico-78 que le genere a cualquiera de sus asociados y entiéndase por daño 
antijuridico aquel que la persona o el asociado no está en la obligación de soportar 
y no existe tampoco dentro del ordenamiento una norma que así lo disponga, lo que 
obliga entonces a que la Administración tras un análisis de los elementos propios 
del daño79, repare al perjudicado.  
Ahora bien, cuando nos enmarcamos en el campo de la responsabilidad 
extracontractual del estado los títulos de imputación para que la responsabilidad se 
configure sabemos de vieja data que son: (i) falla del servicio (ii) daño especial y (iii) 
riesgo excepcional; siendo el primero un régimen de carácter subjetivo pues interesa 
el tipo de conducta del agente para poder endilgar una responsabilidad y los dos 
últimos son  regímenes de carácter objetivo donde una vez cumplidos los supuestos, 
la Administración debe responder pero no se analiza la conducta del agente dañino. 
Siguiendo este hilo conductor, la falla del servicio implica entonces que la 
Administración mediante culpa, negligencia o simplemente vía omisión genere 
algún daño, que claramente el asociado no está en la obligación de soportar razón 
por la que deberá responder. 80 Sin duda alguna este constituye el régimen de 
 
77 HENAO. JUAN CARLOS. El daño análisis comparativo de la responsabilidad extracontractual del 
Estado en Derecho Colombiano y Francés. Bogotá, Universidad Externado de Colombia,1998. p.83.: 
“(...) Aminoración patrimonial sufrida por la víctima.”  
78NAVIA ARROYO, FELIPE. La responsabilidad extracontractual del Estado a la luz del artículo 90 de la 
Constitución Política. Revista de Derecho Privado. Universidad Externado de Colombia, 2000.p.227: 
“Una vez más, ¿qué es daño antijurídico? Como ya se ha señalado, la doctrina administrativista 
española dice que es aquel que la víctima no está obligada a soportar; lo que significa, a contrario 
sensu, que el daño jurídico es aquel que sí tiene el deber de asumir, con cargo a su propio patrimonio”  
79 Estos elementos son: (i) Directo: en la medida en que debe ser causado por la Administración, (ii) 
Personal: lo debe haber sufrido quien solicita la reparación, (iii) Cierto: que efectivamente se haya 
causado y (iv) Subsistente: que no haya sido reparado.  
80 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 19 de 
junio de 2008, exp. 15.263. “La falla del servicio ha sido en nuestro derecho y continúa siendo el 
título jurídico de imputación por excelencia para desencadenar la obligación indemnizatoria del 
Estado; en efecto, si al Juez Administrativo le compete - por principio - una labor de control de la 
acción administrativa del Estado y si la falla del servicio tiene el contenido final del incumplimiento 
de una obligación a su cargo, no hay duda que es ella el mecanismo más idóneo para asentar la 
responsabilidad patrimonial de naturaleza extracontractual. Las obligaciones que están a cargo del 
Estado - y por lo tanto la falla del servicio que constituye su trasgresión -, han de mirarse en concreto, 
responsabilidad de mayor entendimiento, toda vez que desde la Constitución 
Política de Colombia en su artículo 8381 nos gobiernan relaciones precedidas y que 
se presumen de la buena fe, así como de confianza y en ultimas de un Estado 
protector frente a sus asociados. En consecuencia, resulta de fácil entendimiento 
que si la Administración en cabeza de cualquiera de sus funcionarios presta mal 
alguno de sus servicios o en el peor de los casos no lo presta la lógica consecuencial 
es que deba resarcir los perjuicios que su conducta ha generado.  
En contraposición a ello, se encuentran los regímenes objetivos donde la 
Administración obrando de manera licita, correcta y diligente causa un daño 
antijuridico a alguno de sus asociados; razón por la que, deberá reparar. Así, en 
esta hipótesis encontramos diferentes títulos de imputación de la responsabilidad 
civil extracontractual. 
Por un lado está el riesgo excepcional; título de imputación muy arraigado en la 
historia colombiana de cara a la violencia que el país ha sufrido y tiene su 
fundamento en los años 1900 en Francia, específicamente en el derecho laboral 
con el “Fallo del remolcador la Marie” en el marco de las actividades peligrosas; el 
que supone que, hay ciertas actividades perse que tienen un nivel de peligrosidad 
y que generan un riesgo el que cuando se materialice generando un perjuicio deberá 
ser reparado y esto en el entendido además de que la Administración es guardiana 
de las mencionadas actividades ya que es ella la que resulta beneficiada o en 
últimas es la que debe velar por el interés general. Por tanto, acá no se analiza la 
 
frente al caso particular que se juzga, teniendo en consideración las circunstancias que rodearon la 
producción del daño que se reclama, su mayor o menor previsibilidad y los medios de que disponían 
las autoridades para contrarrestarlo. Se le exige al Estado la utilización adecuada de todos los 
medios de que está provisto, en orden a cumplir el cometido constitucional en el caso concreto; si el 
daño se produce por su incuria en el empleo de tales medios, surgirá su obligación resarcitoria; si el 
daño ocurre, a pesar de su diligencia, no podrá quedar comprometida su responsabilidad.     La 
jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que, en aquellos supuestos en los cuales se analiza 
si procede declarar la responsabilidad del Estado como consecuencia de la producción de daños en 
cuya ocurrencia ha sido determinante la omisión de una autoridad pública en el cumplimiento de las 
funciones que el ordenamiento jurídico le ha atribuido, es necesario efectuar el contraste entre el 
contenido obligacional que, en abstracto, las normas pertinentes fijan para el órgano administrativo 
implicado, de un lado, y el grado de cumplimiento u observancia del mismo por parte de la autoridad 
demandada.” 
81 Constitución Política de Colombia, art. 83: “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones 
que aquellos adelanten ante éstas.” 
conducta de la Administración pues la simple actividad por si misma como se dijo 
en líneas atrás, constituye un riesgo que puede llegar a generar perjuicios en cabeza 
de personas que no están en la obligación de soportarlo y de ahí que la 
Administración deba reparar.  
 
De igual forma lo ha entendido la H. Corte Suprema, a saber: 
“La culpa no es elemento necesario para estructurar la responsabilidad por 
actividades peligrosas ni para su exoneración; no es menester su 
demostración, ni tampoco se presume; el damnificado tiene la carga 
probatoria exclusivamente de la actividad peligrosa, el daño y la relación de 
causalidad; y, el autor de la lesión, la del elemento extraño, o sea, la fuerza 
mayor o caso fortuito, la participación de un tercero o de la víctima que al 
actuar como causa única o exclusiva del quebranto, desde luego, rompe el 
nexo causal y determina que no le es causalmente atribuible, esto es, que no 
es autor.”82 
Aunado a lo anterior, es menester precisar que cuando hablamos de riesgo 
excepcional y presentábamos el ejemplo de Colombia es precisamente por todo el 
tema referente a actos terroristas, lo que implica entonces que, cuando estamos de 
cara a una actividad peligrosa no son solo aquellas que la doctrina y jurisprudencia 
han entendido tales como la conducción de un carro o la construcción sino algunas 
específicas que se sobreentienden, a manera de ejemplo los actos terroristas. 
Por último y para el caso que nos ocupa bajo estudio encontramos el daño especial, 
título de imputación que es el que más ataremos a la responsabilidad de la 
Administración en el contexto de las licencias urbanas partiendo de la base de la 
legalidad del acto administrativo que expide la licencia y de la licitud de la actuación 
administrativa. 
Bajo este entendido el H. Consejo de estado ha manifestado que: 
 
82 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 24 de agosto del 2009. 
“El Consejo de Estado, ha entendido que la teoría del daño especial tiene su 
fundamento en la equidad, puesto que existen eventos en los cuales deberá 
el Estado entrar a reparar los perjuicios sufridos por los individuos pese a que 
ningún reproche merezca su actuación, siempre que el daño ostente 
características de anormalidad y especialidad.”83 
De esa manera, este título de imputación tiene su fundamento en el rompimiento de 
las cargas públicas que los ciudadanos deben soportar en pro del interés general 
como fin primordial del Estado84 o en otras palabras cuando la Administración rompe 
este equilibrio haciéndolo demasiado gravoso al particular asumirlas e incluso 
generándole un daño deberá repararlo.  
 
2.3. Supuestos fácticos en los que puede analizarse el fenómeno del daño 
especial: ¿derecho subjetivo, mera expectativa o confianza legítima?  
Como mencionamos en el acápite anterior el fenómeno del daño especial tiene su 
sustento en el rompimiento de la equidad como valor fundante de nuestra Carta 
Política y que en palabras de la doctrina:  
“(...) se estructura como un principio orientador de las actuaciones de la 
sociedad y las instituciones públicas.”85 
Así, las personas dentro de una sociedad tienen derechos y deberes y a su vez 
deben soportar ciertas cargas públicas en pro siempre del interés general. No 
obstante, en algunas ocasiones estas cargas se tornan demasiado gravosas 
rompiendo de manera manifiesta la equidad y es ahí cuando el Estado deberá entrar 
 
83 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Subsección A, exp. 28.675. 
84 Constitución Política de Colombia, art. 1: “Colombia es un Estado social de derecho, organizado 
en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y 
la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.” 
85 ROJAS ARIAS, JUAN CAMILO. Delimitación del concepto de equidad en la Constitución Política de 
1991 Análisis de fundamentación jurisprudencial y de análisis económico del derecho. Con-texto. 47, 
Universidad Externado de Colombia, 2018, pp 14 y 15. 
a sopesar y a equilibrar las cargas publicas dándole un alivio a las personas que 
resulten afectadas. 
Al respecto, la H. Corte Constitucional ha manifestado que: 
“(...) Esta concepción de la posibilidad de indemnización de un daño 
antijurídico incluso originado en una actividad lícita del Estado armoniza 
además con el principio de solidaridad (CP art. 1º) y de igualdad (CP art. 13), 
que han servido de fundamento teórico al régimen conocido como de daño 
especial, basado en el principio de igualdad de todos ante las cargas 
públicas. En efecto, si la Administración ejecuta una obra legítima de interés 
general (CP art. 1º) pero no indemniza a una persona o grupo de personas 
individualizables a quienes se ha ocasionado un claro perjuicio con ocasión 
de la obra, entonces el Estado estaría desconociendo la igualdad de las 
personas ante las cargas públicas (CP art. 13), pues quienes han sufrido tal 
daño no tienen por qué soportarlo, por lo cual éste debe ser asumido 
solidariamente por los coasociados (CP art. 1º) por la vía de la indemnización 
de quien haya resultado anormalmente perjudicado. Se trata pues, de un 
perjuicio especial sufrido por la víctima en favor del interés general, por lo 
cual el daño debe ser soportado no por la persona sino por la colectividad, 
por medio de la imputación de la responsabilidad al Estado.”86 
En esta medida, nos encontramos frente a un régimen de responsabilidad objetivo 
donde la conducta de la Administración no nos interesa pues se parte de la base de 
la actuación en total seguimiento del principio de legalidad87 y en Colombia tiene su 
origen con el “Caso del periódico el Siglo S.A”88 donde por acciones propias y licitas 
 
86 Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996. En el mismo sentido CFR Sentencia C-1140 de 
2000 de la misma corporación.  
87 Corte Constitucional, Sentencia C-710 de 2001: “El principio constitucional de la legalidad tiene 
una doble condición de un lado es el principio rector del ejercicio del poder y del otro, es el principio 
rector del derecho sancionador. Como principio rector del ejercicio del poder se entiende que no 
existe facultad, función o acto que puedan desarrollar los servidores públicos que no esté prescrito, 
definido o establecido en forma expresa, clara y precisa en la ley. Este principio exige que todos los 
funcionarios del Estado actúen siempre sujetándose al ordenamiento jurídico que establece la 
Constitución y lo desarrollan las demás reglas jurídicas.”  
88 Consejo de Estado, Sentencia de 29 de julio de 1947. 
del Estado el periódico tuvo que dejar de circular y en consecuencia la empresa se 
vio afectada y solicitó el resarcimiento del daño sufrido. Lo anterior precisando que 
el daño que sufrió la empresa fue un daño tal como lo hemos manifestado en líneas 
anteriores fue un daño excepcional, anormal, particular, constituyéndose entonces 
en un daño abiertamente mayor al que sufrió el resto de los asociados, razón por la 
que el H. Consejo de Estado en su análisis de la responsabilidad concluye que debe 
reparar. 
Ahora bien, una vez explicados los conceptos tanto de licencia urbanística como el 
de daño especial nos corresponde atar estas figuras de cara a los diferentes 
supuestos en que se puede presentar el daño especial de conformidad con el 
momento especifico en que se solicita o se tiene con una licencia urbanística ya 
superada la discusión de la naturaleza jurídica de la misma.  
Así, un titular de una licencia urbanística podrá ver afectado su derecho subjetivo 
en ciertos casos y en este punto resulta de suma importancia concatenar todo lo 
hasta aquí explicado donde la licencia urbanística sin lugar a dudas constituye un 
acto administrativo generador de derechos subjetivos89 y en consecuencia no hay 
lugar a hablar una vez expedida la misma a una mera expectativa90 o confianza 
legitima91 y bajo esta premisa pasaremos a analizar los supuestos donde se puede 
 
89Corte Constitucional, Sentencia C-242 de 2009: “Los derechos adquiridos son aquellas situaciones 
individuales y subjetivas que se han creado y definido bajo el imperio de una Ley y, que, por lo 
mismo, han instituido en favor de sus titulares un derecho subjetivo que debe ser respetado frente a 
Leyes posteriores que no puede afectar lo legítimamente obtenido al amparo de una Ley anterior. 
Presuponen la consolidación de una serie de condiciones contempladas en la Ley, que permiten a 
su titular exigir el derecho en cualquier momento” 
90 Corte Constitucional, Sentencia C-242 de 2009: “Las meras expectativas, consisten en 
probabilidades de adquisición futura de un derecho que, por no haberse consolidado, pueden ser 
reguladas por el Legislador, con sujeción a parámetros de justicia y de equidad. En las meras 
expectativas, resulta probable que los presupuestos lleguen a consolidarse en el futuro.” 
91 Corte Constitucional, Sentencia C-131 de 2004: “La jurisprudencia de la Corte ha sido además 
constante en señalar que el principio de la confianza legítima es una proyección de aquel de la buena 
fe, en la medida en que el administrado, a pesar de encontrarse ante una mera expectativa, confía 
en que una determinada regulación se mantendrá. En palabras de la Corte “Eso sucede, por ejemplo, 
cuando una autoridad decide súbitamente prohibir una actividad que antes se encontraba permitida, 
por cuanto en ese evento, es deber del Estado permitir que el afectado pueda enfrentar ese cambio 
de política. 
Posteriormente, en un esfuerzo de sistematización, el juez constitucional consideró que el principio 
de la confianza legítima partía de tres presupuestos: ( i ) la necesidad de preservar el interés general; 
( ii ) una desestabilización cierta, razonable y evidente en la relación entre la administración y los 
administrados, y ( iii ) la necesidad de adoptar medidas de carácter transitorio. 
presentar la figura de daño especial en el marco de una licencia urbanística. A 
saber:  
 
A. Supuesto 1: Cambio de norma urbanística sin solicitud de licencia como 
supuesto de mera expectativa.  
 
De conformidad con este supuesto estamos aún en una posición muy precaria para 
podernos situar ante la posibilidad de hablar de responsabilidad del Estado y por 
consiguiente de algún título de imputación que de cara con nuestro estudio es el de 
daño especial; toda vez que, acá ni siquiera se cuenta con la solicitud de licencia. 
Lo que necesariamente implica que del hecho de que el legislador cambie una 
norma urbanística sin que la persona posiblemente interesada en adquirir una 
licencia urbanística haya presentado la solicitud resulta totalmente inane la 
protección por parte del Estado, así la H. Corte Constitucional ha manifestado que: 
 
De igual manera, cabe señalar que la Corte ha considerado que el principio de la confianza legítima 
no se limita al espectro de las relaciones entre administración y administrados, sino que irradia a la 
actividad judicial. En tal sentido, se consideró que “En su aspecto subjetivo, la seguridad jurídica está 
relacionada con la buena fe, consagrada en el artículo 83 de la Constitución, a partir del principio de 
la confianza legítima.  Este principio constitucional garantiza a las personas que ni el Estado, ni los 
particulares, van a sorprenderlos con actuaciones que, analizadas aisladamente tengan un 
fundamento jurídico, pero que, al compararlas, resulten contradictorias.  En estos casos, la actuación 
posterior es contraria al principio de la buena fe, pues resulta contraria a lo que razonablemente se 
puede esperar de las autoridades estatales, conforme a su comportamiento anterior frente a una 
misma situación.  Esta garantía sólo adquiere su plena dimensión constitucional si el respeto del 
propio acto se aplica a las autoridades judiciales, proscribiendo comportamientos que, aunque 
tengan algún tipo de fundamento legal formal, sean irracionales, según la máxima latina venire contra 
factum proprium non valet. 
 
(...) En suma, el principio de la confianza legítima es un corolario de aquel de la buena fe y consiste 
en que el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones 
con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que ajusten 
su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, por tanto, de lesionar o vulnerar 
derechos adquiridos, sino tan sólo de amparar unas expectativas válidas que los particulares se 
habían hecho con base en acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo, bien que se 
trate de comportamientos activos o pasivos de la administración pública, regulaciones legales o 
interpretaciones de las normas jurídicas. De igual manera, como cualquier otro principio, la confianza 
legítima debe ser ponderada, en el caso concreto, con los otros, en especial, con la salvaguarda del 
interés general y el principio democrático.” 
“(...) las meras expectativas “son aquellas esperanzas o probabilidades que 
tiene una persona de adquirir en el futuro un derecho, si no se produce un 
cambio relevante en el ordenamiento jurídico. 
(...) pueden ser objeto de modificación por el legislador, pues carecen de 
dicha protección constitucional.”92 
De lo anterior resulta entonces totalmente factible concluir que habida cuenta el 
titular no tiene un derecho propio dentro de su patrimonio tampoco podrá reclamarlo 
y en esta medida si hay un cambio de norma urbanística y una persona tenía 
intención de solicitar una licencia urbanística pero la misma no ha sido solicitada 
pues no hay lugar a reparación alguna si frente a la nueva normativa no cumple los 
supuestos para presentar su solicitud de licencia.  
 
B. Supuesto 2: Cambio de norma urbanística cuando la licencia ya sido 
solicitada: contradicción entre la finalidad de interés general y el 
derecho de los particulares ¿derecho subjetivo o mera expectativa? 
 
Siguiendo con nuestro análisis, en este supuesto y contraposición al supuesto 
anterior, acá la persona interesada ya ha solicitado su licencia; hay un acercamiento 
más próximo a lo que significa tener una licencia y en consecuencia un derecho 
subjetivo y frente a este punto el legislador no dejo vacíos así, se tiene que el art. 
18 de la Ley 153 de 1887, reza: 
“Las leyes que, por motivos de moralidad, salubridad ó utilidad pública 
restrinjan derechos amparados por la ley anterior, tienen efecto general 
inmediato. 
 
92 Corte Constitucional, Sentencia T-245 de 2016. De igual forma en Sentencia C-192 del mismo año 
dicha corporación manifestó que: “las meras expectativas aluden al eventual surgimiento de un 
derecho en el evento de que, en el futuro, se cumplan las condiciones previstas en la ley. Se trata 
solo de la posibilidad o probabilidad de adquirir un derecho y, en esa medida, las autoridades en el 
marco de sus competencias podrían introducir reformas no solo en las condiciones para su 
surgimiento sino también para definir su alcance.” 
Si la ley determinare expropiaciones, su cumplimiento requiere previa 
indemnización, que se hará con arreglo a las leyes preexistentes. 
Si la ley estableciere nuevas condiciones para el ejercicio de una industria, 
se concederá a los interesados el término que la ley señale, y si no lo señala, 
el de seis meses. 
A su vez, el parágrafo del artículo 16 del Decreto 1469 de 2010 establece que: 
“Si durante el término que transcurre entre la solicitud de una licencia o su 
modificación y la expedición del acto administrativo que otorgue la licencia o 
autorice la modificación, se produce un cambio en las normas urbanísticas 
que afecten el proyecto sometido a consideración del curador o de la 
autoridad municipal o distrital encargada de estudiar, tramitar y expedir las 
licencias urbanísticas, el solicitante tendrá derecho a que la licencia o la 
modificación se le conceda con base en la norma urbanística vigente al 
momento de la radicación de la solicitud, siempre que la misma haya 
sido presentada en legal y debida forma.”(negrillas subrayadas fuera 
del texto) 
Así las cosas, pareciese entonces que, pese a que el entendimiento que se le daría 
a la figura podría ser un poco menos proteccionista en pro del interés general, lo 
cierto es que el legislador fue más allá y quiso proteger al interesado en adquirir una 
licencia brindándole la oportunidad de que la licencia se le conceda con base en la 
norma urbanística vigente; lo que en ultimas no es más que por un lado una muestra 
del respeto por el principio constitucional de la buena fe y de la confianza en que los 
administrados concurren a la Administración para adquirir una licencia, en la medida 
en que no esperan por regla general el cambio de las condiciones, reglas de juego 
o en ultimas de las normas urbanísticas y por el otro una muestra del respeto al 
principio del Estado Social plasmado en el artículo primero de nuestra Constitución, 
al principio de legalidad como limite de actuación para los servidores públicos y de 
los principios de la función administrativa que trae el artículo 209 constitucional. 
Con todo, consideramos acertada la posición del legislador y entendemos entonces 
que si bien no es una mera expectativa tampoco estamos frente a un derecho 
subjetivo; sin embargo, nos ubicamos frente a lo que la H. Corte Constitucional ha 
denominado -expectativas legitimas- donde las mismas: “se ubican en una posición 
intermedia entre las meras expectativas y los derechos adquiridos. Las tres figuras 
hacen alusión a la posición fáctica y jurídica concreta en que podría encontrarse un 
sujeto frente a un derecho subjetivo. Una persona tiene un derecho adquirido 
cuando ha cumplido la totalidad de los requisitos exigidos para el reconocimiento 
del mismo; estará ante una mera expectativa cuando no reúna ninguno de los 
presupuestos de acceso a la prestación; y tendrá una expectativa legítima o derecho 
eventual cuando logre consolidar una situación fáctica y jurídica concreta en virtud 
de la satisfacción de alguno de los requisitos relevantes de reconocimiento del 
derecho subjetivo. La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que (i) las 
meras expectativas carecen de amparo en la resolución de casos concretos; (ii) los 
derechos adquiridos gozan de una poderosa salvaguarda por haber ingresado al 
patrimonio del titular y; (iii) las expectativas legítimas son merecedoras de una 
protección intermedia atendiendo a los factores relevantes del asunto específico y 
los criterios de razonabilidad y proporcionalidad.”93 
Por último, es menester precisar que en este supuesto ineludiblemente se puede 
estar frente a una hipótesis de daño especial toda vez que tal como lo manifestó la 
H. Corte constitucional, las expectativas legitimas son merecedoras de protección, 
así le corresponderá al juez en el caso concreto entrar a analizar si en efecto el 
cambio de la norma urbanística y la imposibilidad de llevar a cabo la licencia con la 
legislación vigente al momento de su solicitud lleva al titular a un detrimento o a un 
daño de tal magnitud que se rompan las cargas públicas y en consecuencia deba 
reparar el daño.  
 
 
93 Corte Constitucional, Sentencia T-832A/13 
C. Supuesto 3: Cambio de norma urbanística cuando la licencia ya sido 
otorgada pero no se ha comenzado ninguna obra de materialización: 
¿confianza legitima? 
Seguidamente tenemos el supuesto en el que la norma urbanística ya es expedida 
y tal como lo hemos reiterado a lo largo de este estudio cuando una persona se 
convierte en titular de una licencia urbanística estamos frente a un derecho 
adquirido donde se ha cumplido a cabalidad y de manera correcta la totalidad de 
requisitos para que la misma sea otorgada, de aquí que se le reconozca el derecho 
y se le confiera la licencia. Así, y en palabras de la H. Corte Constitucional: “en el 
caso de los derechos adquiridos, la Carta señala expresamente que ellos no pueden 
ser desconocidos ni vulnerados por normas expedidas con posterioridad al 
cumplimiento de las condiciones para su surgimiento, de manera que, se trata de 
posiciones y relaciones jurídicas especialmente protegidas. Ello no se opone, como 
quedo dicho, a que en los casos en los cuales los derechos de los particulares 
colisionen con motivos de utilidad pública o interés social se establezcan 
restricciones, cargas o modificaciones a su ejercicio o, incluso, se disponga la 
expropiación de la propiedad.”94   
En consecuencia, son derechos que ingresan al patrimonio de su titular y en el caso 
concreto de las licencias v.g. el derecho a edificar, a construir, a intervenir, a 
parcelar, a dividir y a ocupar; derechos que innegablemente el titular no tenía antes 
de que le expidieran su licencia y que en la mayoría de los casos será un acto 
favorable económicamente para el titular, lo que supone firmeza e intangibilidad 
frente a sus derechos adquiridos, que en el caso concreto no son absolutos ni 
infinitos en el tiempo debido a que las mismas tienen una vigencia en el tiempo, en 
efecto el art. 47 del Decreto 1469 del 2010 estipula que :  
“Las licencias de urbanización, parcelación y construcción, tendrán una 
vigencia de veinticuatro (24) meses prorrogables por una sola vez por un 
plazo adicional de doce (12) meses, contados a partir de la fecha en que 
 
94 Corte Constitucional, Sentencia C-192 de 2016 
 
queden en firme los actos administrativos por medio de los cuales fueron 
otorgadas. 
Cuando en un mismo acto se conceda licencia de urbanización y 
construcción, estas tendrán una vigencia de treinta y seis (36) meses 
prorrogables por un período adicional de doce (12) meses, contados a partir 
de la fecha en que quede en firme el acto administrativo mediante el cual se 
otorgan las respectivas licencias. 
La solicitud de prórroga deberá formularse dentro de los treinta (30) días 
calendario, anteriores al vencimiento de la respectiva licencia, siempre que 
el urbanizador o constructor responsable certifique la iniciación de la obra. 
Las licencias de subdivisión tendrán una vigencia improrrogable de seis (6) 
meses, contados a partir de la fecha en la que quede en firme el acto 
administrativo que otorga la respectiva licencia, para adelantar actuaciones 
de autorización y registro a que se refieren los artículos 7° de la Ley 810 de 
2003 y 108 de la Ley 812 de 2003 o las normas que los adicionen, modifiquen 
o sustituyan, así como para la incorporación de estas subdivisiones en la 
cartografía oficial de los municipios.” 
Con todo, las licencias de construcción otorgan a su titular derechos subjetivos 
favorables pero que tienen una vigencia en el tiempo y pueden ser objeto de 
modificación toda vez que el suelo es cambiante y dinámico, así como la naturaleza 
misma lo que significa entonces que los requerimientos y normas que deben acatar 
las licencias tales como el POT95 pueden cambiar. Ello ligado a la naturaleza misma 
 
95 Ley 388 de 1997, art 9: “El plan de ordenamiento territorial que los municipios y distritos deberán 
adoptar en aplicación de la presente ley, al cual se refiere el artículo 41 de la Ley 152 de 1994, es el 
instrumento básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio municipal. Se define 
como el conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y 
normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. 
Los planes de ordenamiento del territorio se denominarán: 
a) Planes de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los distritos y 
municipios con población superior a los 100.000 habitantes; 
b) Planes básicos de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los 
municipios con población entre 30.000 y 100.000 habitantes; 
c) Esquemas de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los 
municipios con población inferior a los 30.000 habitantes.” 
de la expedición de una licencia toda vez que su otorgamiento no es más que la 
habilitación por un tiempo determinado del aprovechamiento y uso del suelo de cara 
a la función social de la propiedad que siempre propenderá hacia la protección no 
solo del medio ambiente e interés general sino al ejercicio de la función publica 
propia del urbanismo. 
Así, si bien las normas urbanísticas son normas de utilidad pública y tienen efecto 
general inmediato, el legislador quiso proteger al interesado y titular de la licencia 
en aplicarle la norma vigente en el momento de su solicitud.  
Con todo, en este supuesto nos situamos sin duda alguna en la hipótesis de un 
derecho adquirido toda vez que como ya se manifestó una vez otorgada la licencia 
estamos frente a un derecho adquirido.  
Ahora bien, en este caso es quizás en donde mejor se visualiza la figura del daño 
especial puesto que estamos frente a derechos subjetivos, lo que evidentemente da 
la posibilidad al titular que en el caso concreto en el que por motivos de un cambio 
en normas urbanísticas y se rompa el equilibrio de cargas publicas este pueda 
propender por una posible indemnización o reparación toda vez que no era 
esperable que asumiera este daño.  
En este sentido el H. Consejo de Estado, si bien venía estableciendo que estos 
derechos no eran absolutos ni intangibles y los asimilaban a “un medio propio del 
poder de policía, como es el permiso o la autorización, que tiene fundamento en el 
mantenimiento o guarda del orden público. (...) Quiere decir ello que los derechos o 
situaciones jurídicas particulares nacidos de la aplicación del derecho policivo, no 
son definitivos y mucho menos absolutos, de allí que como lo ha sostenido la Sala, 
no generen derechos adquiridos.” Lo cierto es que también manifestó que no era 
factible que “tales actos queden sujetos al arbitrio y capricho de los funcionarios o 
autoridades pertinentes, ni que sus beneficiarios estén privados de las garantías 
procesales y de la protección de los derechos patrimoniales que eventualmente 
resulten lesionados cuando deban ceder ante el interés común, sino que su vigencia 
o eficacia queda dependiendo de las circunstancias fácticas y jurídicas propias de 
la materia de cada momento.”96 
Lo que nos lleva entonces a ir abriendo una ventana para que el Estado en virtud 
de la cláusula general de responsabilidad establecida en el artículo 90 constitucional 
y con fundamento en la teoría del daño especial responda cuando el equilibrio de 
las cargas públicas se rompa lo que en ultimas terminará en una indemnización 
siempre que el perjudicado demuestre sus perjuicios.  
Así lo ha entendido la H. Corte Constitucional cuando manifiesta que: “la postura 
reseñada no puede desconocer que en casos en los cuales la modificación de los 
usos del suelo por parte de las autoridades públicas, en ejercicio de sus 
competencias normativas, resulte arbitraria, abusiva o discriminatoria o pueda 
significar un impacto desproporcionado en los intereses de los titulares de licencias 
o de los propietarios de inmuebles edificados al amparo de dichas licencias, el 
particular, tiene la posibilidad de formular una pretensión de reparación por el 
eventual daño antijurídico.”97 
Y en el mismo sentido el H. Consejo de Estado: 
“(...) el Estado debe responder patrimonialmente a pesar de la legalidad de su 
actuación, de manera excepcional y por equidad, cuando al obrar de tal modo, en 
beneficio de la comunidad, por razón de las circunstancias de hecho en que tal 
actividad se desarrolla, causa al particular un daño especial, anormal, considerable, 
superior al que normalmente deben sufrir los ciudadanos en razón de la especial 
naturaleza de los poderes y actuaciones del Estado, rompiéndose así la igualdad 
de los mismos frente a las cargas públicas, o la equidad que debe reinar ante los 
sacrificios que importa para los particulares la existencia del Estado.”  El régimen 
de responsabilidad en estos eventos ha sido denominado como “daño especial” y 
comprende “la responsabilidad por la expedición y aplicación de normas 
constitucionales, de preceptos legales, así como de actos administrativos, cuya 
“juridicidad” no es reprochada, y que no obstante su “licitud” o “legitimidad” pueden 
 
96 Consejo de Estado, Sentencia de 12 de agosto de 1999 
97 Corte Constitucional, C-192 de 2016. 
entrañar algún daño antijurídico que comprometa la responsabilidad del Estado 
(…)”98 
En conclusión, es unánime la posición en la jurisprudencia para reparar los daños 
cuando las cargas públicas se rompan, así que la Administración deberá hacer un 
juicio de proporcionalidad y un examen muy juicio a la hora de generar cualquier 
norma que puede llegar a afectar al titular de una licencia ya que deberá evaluar no 
solo las implicaciones en lo referente al patrimonio público, protección al medio 
ambiente, desarrollo de la sociedad sino también el respeto por los derechos 
adquiridos; que si bien no son absolutos es totalmente admisible su protección y en 
consecuencia la reparación cuando estos sean violentados, lo que en ultimas como 
se dijo en líneas supra todo dependerá también de lo que el presunto perjudicado 
logre demostrar. Lo anterior, no es otra cosa que la importancia de “la necesidad de 
que las autoridades resuelvan de una forma equilibrada los conflictos que se 
presentan por sobreutilización o subutilización del suelo en la dinámica social”99. 
 
D. Supuesto 4: Cambio de norma urbanística cuando la licencia ha sido 
otorgada y se están adelantado trabajos de urbanización o 
construcción: ¿expectativa legitima o derecho subjetivo? 
Por último, nos encontramos en el supuesto en el que hay un cambio de norma 
urbanística y ya se están llevando a cabo trabajos de urbanización frente a lo cual 
nos remitimos al acápite anterior toda vez que la única diferencia en este punto es 
la iniciación de obras. Sin embargo, en este supuesto la licencia ya está expedida; 
lo que nos sitúa en un daño especial causado por la Administración frente a lo cual 
deberá sin duda alguna responder, y en este supuesto en particular, el alcance de 
responsabilidad del Estado a opinión del suscrito será indudablemente mayor, toda 
vez que acá el particular confiado en el derecho que ya estaba en cabeza suya 
confió en la Administración y en la autorización que le fue entregada, así que 
 
98 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de fecha 8 de marzo de 2007. (C.P. Ruth Stella 
Correa Palacio). 
99 Corte Constitucional, Sentencia C 192-16. 
empieza labores de construcción y quizás incurra en gastos que la Administración 
deberá en caso de prueba reparar.  
Lo anterior nos plantea entonces un interrogante y es en que momento este 
supuesto deja de ser visto como una posibilidad de daño especial a falla del servicio 
y lo planteamos porque deberá ser un análisis muy juicioso del juez para poder 
verificar que la norma violatoria de los derechos adquiridos del titular de la licencia 
pudo haber sido proferida con anterioridad o no de la iniciación de obras por parte 
del particular.  
En esta medida en este supuesto se intensifica el nivel probatorio de los perjuicios 
sufridos y del actuar de la Administración pública donde sin duda nos encontramos 
frente a derechos adquiridos de una licencia urbanística e ineludiblemente frente a 
una expectativa legitima de que la Administración le permitirá ejercer sus derechos.  
En suma, la única diferencia de este supuesto frente al anterior no es más que lo 
que se le reconocerá al presunto perjudicado y en el peor de los casos el 
fundamento de responsabilidad podrá pasar de ser objetivo a ser subjetivo como lo 
es el régimen de responsabilidad por falla del servicio.  
 
3. CONCLUSIONES.   
 
Con todo, es evidente el papel preponderante que ostenta el derecho urbanístico  al 
ser su objeto principal la ciudad, centro de desarrollo y de globalización, a través de 
la cual se constata la evolución del ser humano, lo que implica sin lugar a 
dubitaciones la intervención del Estado en dicha actividad. De ahí que, la posibilidad 
de usar y aprovechar el suelo nos sitúe entonces en la mencionada figura objeto de 
esta investigación; las licencias urbanísticas. 
 
Así, tras realizar una minuciosa investigación logramos con firmeza concluir que 
estamos frente a actos administrativos sui generis de carácter favorable, donde si 
bien los expide un curador urbano figura explicada al inicio de este escrito en pro 
del principio de coordinación y de la relevancia del interés general los alcaldes 
ejercen control y vigilancia sobre dicha potestad. 
 
Ahora bien, al referirnos a actos administrativos favorables queremos significar que 
son actos que ineludiblemente otorgan derechos a su titular, sin embargo, no son 
derechos absolutos e inmodificables. 
 
Lo anterior, en razón de la misma sociedad; lo que implica que, la Administración 
como garante de los derechos de sus asociados y del bien común podrá limitarlos 
y en el peor de los casos extinguirlos; lo que se traduce en una vulneración de los 
derechos adquiridos de los titulares de la licencia y por consiguiente el Estado con 
fundamento en el artículo 90 de la Carta Magna; esto es, la cláusula general de 
responsabilidad deberá reparar, no sólo por sus acciones sino también por sus 
omisiones utilizando como fundamentos de la responsabilidad tanto el daño 
especial como la falla del servicio. 
 
Por último, logramos explicar cómo no solo el titular de la licencia se puede ver 
afectado una vez su licencia ha sido expedida sino también desde el momento 
mismo en que  la solicita, razón por la que el legislador buscó proteger  a los titulares 
de la misma. 
 
Con todo, la Administración y más específicamente el legislador deberá ser muy 
cauteloso para que la expedición de normas no solo no entorpezca el proceso de 
evolución de la sociedad sino además, porque su actividad puede ocasionar 
perjuicios que en ultimas deberán ser reparados por este, específicamente y para 
el caso en cuestión respecto de los titulares de las licencias urbanísticas quienes de 
buena fe tienen la confianza de que el Estado obrará de manera adecuada, correcta 
e integra durante todo el iter de la licencia urbanística como mecanismo de 
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